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INTRODUCCIÓN 
 
La presente investigación tiene como propósito revisar y analizar la aplicación del 
Arto.12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en la 
legislación nicaragüense para identificar los vacíos jurídicos y recomendar las 
adecuaciones necesarias para su cumplimiento efectivo. 
 
Consta de cuatro capítulos, el primero aborda aspectos generales de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, modelo en que se inspira, su 
objeto, principios generales, derechos que protege, obligaciones de los estados Parte, 
con el fin de facilitar su comprensión y conocer el alcance de la misma; en el segundo 
capítulo se trata de profundizar sobre el concepto de capacidad jurídica a la luz de la 
Convención, entendida como el goce y ejercicio de la misma en igualdad de 
condiciones que las demás personas en todos los ámbitos de la vida, esto en 
coherencia con los principios que inspiran la Convención; en el tercer capítulo se 
analiza el concepto de capacidad jurídica y el sistema de atribución de incapacidad en 
el Derecho Comparado en las legislaciones de España, Gran Bretaña y Argentina y el 
cuarto capítulo que hace una revisión de la norma jurídica interna, desde lo 
establecido en nuestra Constitución Política, Códigos y demás leyes que abordan la 
capacidad legal y las leyes específicas para las personas con discapacidad, con la 
finalidad de analizarla al amparo de la Convención y en particular en lo referido al 
artículo 12, a fin de identificar las posibles contradicciones y vacíos, finalizando con 
propuestas concretas para corregirlos.  
 
La  presente  investigación  ha  sido  elaborada  como  un  aporte  para  un abordaje  
de la discapacidad en Nicaragua ajustado al paradigma de Derechos Humanos.  Se 
busca llamar la atención sobre la necesidad de revisar exhaustivamente el 
  
cuerpo de leyes vigentes y los compromisos asumidos por el Estado de 
Nicaragua al ratificar la Convención, de revisar y ajustar el ordenamiento interno 
necesario y que se deja manifiesto en el Proyecto de Reforma a la Ley No. 202, 
Ley de Prevención, Rehabilitación y Equiparación de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad, que se encuentra en proceso de aprobación en lo 
particular en la Asamblea Nacional y que fuera presentada por el sector de 
personas con discapacidad. 
 
Los recursos de investigación utilizados fueron el análisis documental, revisión de 
instrumentos jurídicos internacionales y leyes nacionales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
OBJETIVOS 
 
 
OBJETIVO GENERAL 
 
Analizar la aplicación del Arto.12 de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad en la legislación nicaragüense‖ 
 
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Dar a conocer los aspectos generales de la Convención Internacional sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad con el fin de facilitar su 
comprensión y el alcance de la misma. 
 Profundizar acerca de la capacidad jurídica y su interpretación a la luz de la 
Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
 Estudiar la aplicación del Artículo 12 de la Convención de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad en el Derecho Comparado para conocer  la 
experiencia de algunos países en su implementación. 
 Revisar  la legislación nicaragüense referida a la aplicación del Artículo 12 de la 
Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad para identificar 
los vacíos y recomendar las adecuaciones necesarias para su cumplimiento 
efectivo. 
  
 
 
CAPITULO 1 
 ASPECTOS GENERALES SOBRE EL CONTENIDO DE LA 
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
 
 
Nos parece oportuno, previo al análisis de la Convención, hacer una introducción al 
tema de la discapacidad y la evolución de su conceptualización desde el enfoque 
médico rehabilitador al enfoque social, de derechos humanos, así como el contexto en 
que se aprueba la misma. 
 
1.1   VISIÓN DE LA DISCAPACIDAD  
 
La discapacidad es una realidad humana que ha sido percibida de manera diversa en 
diferentes períodos históricos y civilizaciones.  En el documento titulado La 
Discapacidad en Nicaragua, se resume un conjunto de observaciones  sobre  la  
discapacidad  desde  una  perspectiva  histórica, señalando que la calidad de la vida 
y el destino de las personas con discapacidad  han dependido mucho  de  las  
actitudes  y  comportamientos  predominantes  entre  las personas sin 
discapacidad, las que tradicionalmente estigmatizaban a las personas con 
discapacidad,  utilizando denominaciones como   ―impedidos,   lisiados,   inválidos, 
minusválidos; dándoles calificativos como socialmente atípicos, los pobres, los no 
aptos;  rechazándolas como personas y negándoles sus derechos;  considerando   que   
  
la   discapacidad   era   expresión   del   mal   o manifestación de lo sagrado‖ (MINSA, 
2005, p 11).  
 
Groce y Gannotti, en  la recopilación sobre la discriminación hacia las personas 
con discapacidad en América Latina identifica que, desde una perspectiva 
intercultural, ―se percibía a las personas con discapacidades como locas o 
enfermas, infrahumanas o inhumanas (poseídas por el demonio), peligrosas, 
merecedoras de lástima, una carga para las organizaciones de caridad, santos 
inocentes o regalos de Dios, seres no desarrollados totalmente, o la manifestación de 
desgracias o  castigos  individuales  o  familiares:  la  prueba  de  la  sangre  mala,  el 
incesto o tener que pagar por los pecados cometidos‖  (Groce & Ganotti, 2006, p 5). 
 
La visión que se le ha dado a lo largo del siglo XX ha estado relacionada con una 
condición o función que se considera deteriorada respecto del estándar general de un 
individuo o de su grupo. El término, de uso frecuente, se refiere al funcionamiento 
individual, incluyendo la discapacidad física, la sensorial, la cognoscitiva, la 
intelectual, enfermedad mental, y varios tipos de enfermedades crónicas. Esta visión 
se asocia a un modelo médico de la discapacidad.  
 
Por el contrario, la visión basada en los derechos humanos o modelos sociales 
introduce el estudio de la interacción entre una persona con discapacidad y su 
ambiente; principalmente el papel de una sociedad en definir, causar o mantener la 
discapacidad dentro de esa sociedad, incluyendo las actitudes.  
  
  
1.2   CONCEPCIÓN DE LA DISCAPACIDAD: EL TRÁNSITO DEL MODELO 
MÉDICO AL MODELO SOCIAL 
 
El abordaje de la discapacidad a lo largo del siglo XX ha evolucionado desde la 
concentración de la atención en la condición física de la persona, es decir un abordaje 
médico rehabilitador a un abordaje social, de derechos humanos. Estas formas de 
entender la discapacidad se conocen como modelo médico y modelo social.   
 
1.3   EL ABORDAJE MÉDICO REHABILITADOR DE LA DISCAPACIDAD 
 
El modelo médico considera la discapacidad como un problema de la persona y 
directamente causado por una enfermedad, trauma o condición de salud que requiere 
de cuidados médicos prestados en forma de tratamiento individual por profesionales; 
mientras el modelo social de la discapacidad considera el fenómeno 
fundamentalmente como un problema de origen social y principalmente como un 
asunto centrado en la completa integración de las personas a la sociedad  (Ministerio 
de Salud, 2005, pp 11,12).   
 
El modelo médico o rehabilitador como le llaman algunos autores  (Palacios & Bariffi, 
2007, p 15) porque ―refleja mejor la ideología que lo sustenta‖, tiene como fin 
primordial normalizar a las personas con discapacidad. El principal problema pasa a 
ser, entonces, la persona —o mejor dicho, sus limitaciones—, a quien es 
imprescindible rehabilitar psíquica, física o sensorialmente.  El surgimiento y 
consolidación de este modelo, sobre todo en el ámbito legislativo,  se puede ubicar a  
inicios del siglo XX, al finalizar la Primera Guerra Mundial. Las causas que dieron 
origen al mismo fueron  la guerra y los accidentes laborales. Fue así como en este 
momento la discapacidad comenzó a ser relacionada con los heridos de guerra y 
  
comenzó a ser vista como una insuficiencia, una deficiencia a ser erradicada  (Aguado 
Díaz citado Palacios & Bariffi, 2007, p 16).  
 
En el plano del Derecho, en un primer momento esto significó la implementación de 
políticas legislativas destinadas a garantizar servicios sociales para los veteranos de 
guerra con discapacidad, que reflejaba de algún modo la creencia acerca de la 
existencia de una obligación por parte de la sociedad, de compensar a estas personas 
mediante pensiones de invalidez, beneficios de rehabilitación y cuotas laborales. (p 
17, ídem) No obstante, por la década de los años sesenta dichas medidas fueron 
extendidas todas las personas con discapacidad, dejándose de lado la causa de las 
deficiencias. El objetivo pasó a ser, entonces, rehabilitar a las personas con 
independencia del origen de las deficiencias.  
 
Las herramientas esenciales en el proceso de rehabilitación o normalización, pasaron 
a ser la educación especial, los beneficios de rehabilitación médica y vocacional, las 
cuotas laborales y los servicios de asistencia institucionalizados. Las personas con 
discapacidad recibían entonces beneficios de los servicios sociales porque esta se 
veía exclusivamente como un problema individual de la persona, quien no era capaz 
de enfrentarse a la sociedad.   Los niños con discapacidad tenían derecho a la 
educación, pero en escuelas separadas, las personas con discapacidad tenían 
derecho a la rehabilitación, pero esto  incluía el control de muchas áreas de sus vidas 
por parte de los expertos, se introdujo el trabajo protegido porque no se consideraba 
que las personas con discapacidad fueran capaces de trabajar por sus propios 
méritos.   
 
Las medidas descritas pueden ser fácilmente contextualizadas y comprendidas si se 
tiene presente que desde el modelo rehabilitador se considera a la discapacidad 
  
exclusivamente como un problema de la persona, directamente ocasionado por una 
enfermedad, accidente, o condición de la salud, que requiere de cuidados médicos 
prestados por profesionales en forma de tratamiento individual. En consecuencia, el 
tratamiento de la discapacidad se encuentra encaminado a conseguir la cura, o una 
mejor adaptación de la persona, o un cambio en su conducta. (Manual, Naciones 
Unidas , 2007, p 18)  
 
De este modo, desde el punto de vista jurídico, la discapacidad es abordada 
exclusivamente dentro de la legislación de la asistencia y seguridad social, o como 
parte de ciertas cuestiones del derecho civil relacionadas con la incapacitación y la 
tutela. La atención sanitaria se considera la materia fundamental, y en el ámbito 
político, la respuesta principal es la modificación y reforma de la política de atención a 
la salud.  
 
En Nicaragua, el abordaje de la discapacidad siguió esta misma tendencia, 
prevaleciendo el modelo médico.  Una  primera toma  de  conciencia  de  la  
sociedad  nicaragüense frente  a  la discapacidad se produce con la emergencia 
ocurrida en los años 50 por la  epidemia  de  poliomielitis  que  dejó  como resultado 
un gran número de personas con deficiencias motoras, creándose los primeros 
servicios de rehabilitación (Largaespada, 2008 p 22). En años sucesivos, 
principalmente producto del conflicto bélico que vivió el país, se da un incremento 
importante de personas con deficiencias, y que durante las décadas de los ochenta y 
noventa produce a su vez  un  movimiento de excombatientes con discapacidad  que   
demanda   beneficios.   
 
En un intento de dar respuesta a esas demandas, en ese período se crearon 
programas especiales para  atenderlos y se aprueban diferentes normas específicas 
  
algunas y otras con artículos referidos; siendo una de esas normas la Ley No. 119 Ley 
que concede beneficios a las víctimas de guerra   (La Gaceta Diario Oficial, 1991), 
entre otras. 
 
La Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías 
(CIDDM), fue puesta en marcha por primera vez en los años setenta y publicada en 
1980 por la OMS como instrumento para la clasificación de las consecuencias de las 
enfermedades y sus repercusiones en la vida de la persona.  Fue ampliamente 
utilizada en todo el mundo, incluyendo Nicaragua, sirviendo de base para el  
desarrollo de medidas legislativas y de actuaciones en el campo de la provisión de 
servicios para las discapacidades. El modelo teórico sobre el que se basa la CIDDM 
es el  modelo médico. La principal crítica que se hizo a la CIDDM fue la relacionada 
con el modelo en el que se sustentaba, el modelo médico.  La segunda crítica que se 
planteó hacía referencia al abordaje negativo que aportaba al estudio y clasificación 
del estado de salud de la persona. Por ejemplo, estaba más enfocada a describir de 
manera detallada habilidades perdidas o limitadas en lugar de enfocarse en conocer 
qué habilidades estaban conservadas en la persona. (IMSERSO, 2004) 
 
1.4   EL ABORDAJE SOCIAL DE LA DISCAPACIDAD  
 
El abordaje o modelo social de la discapacidad considera que las causas que dan 
origen a la discapacidad son preponderantemente sociales; y que las personas con 
discapacidad pueden aportar a las necesidades de la comunidad en igual medida que 
el resto de personas —sin discapacidad—,  pero siempre desde la valoración y el 
respeto de su condición de personas, en ciertos aspectos, diferentes. Este modelo se 
encuentra íntimamente relacionado con la asunción de ciertos valores intrínsecos a 
los derechos humanos, y aspira a potenciar el respeto por la dignidad humana, la 
  
igualdad y la libertad personal, propiciando la inclusión social, y sentándose sobre la 
base de determinados principios: vida independiente, no discriminación, accesibilidad 
universal, normalización del entorno, diálogo civil, entre otros. Parte de la premisa de 
que la discapacidad es una construcción y un modo de opresión social, y el resultado 
de una sociedad que no considera ni tiene presente a las personas con discapacidad 
(Palacios & Bariffi, 2007, p 19). 
 
Asimismo, apunta a la autonomía de la persona con discapacidad para decidir 
respecto de su propia vida, y para ello se centra en la eliminación de cualquier tipo de 
barrera, a fin de brindar una adecuada equiparación de oportunidades. 
 
De acuerdo a este abordaje de la discapacidad,  no son las limitaciones individuales 
las raíces del fenómeno, sino las limitaciones de la sociedad para prestar servicios 
apropiados y para asegurar adecuadamente que las necesidades de las personas con 
discapacidad sean tenidas en cuenta dentro de la organización social.  
 
Las primeras manifestaciones del abordaje social de la discapacidad se pueden 
ubicar a fines de la década de los años sesenta o principios de la del setenta del siglo 
XX, en Estados Unidos e Reino Unido.   Como se ha mencionado, la discapacidad 
venía siendo considerada como el resultado exclusivo de las limitaciones individuales 
de una persona, que implicaba una tragedia personal para la persona afectada y un 
problema para el resto de la sociedad. Alrededor del mencionado período, esta visión 
de la discapacidad comenzó a ser el blanco de campañas a través de Europa y 
Estados Unidos.  Los activistas con discapacidad y las organizaciones de personas 
con discapacidad se unieron para denunciar su estatus de ciudadanos de segunda 
clase. Reorientaron la atención hacia el impacto de las barreras sociales y 
ambientales, como el transporte y los edificios inaccesibles, las actitudes 
  
discriminatorias y los estereotipos culturales negativos, que discapacitaban a las 
personas con deficiencias. (Palacios & Bariffi, 2007, p 20). 
 
El anterior planteamiento  tuvo importantes consecuencias en el ámbito internacional 
dando origen, a partir de la década de los setenta a la adopción de diversos 
instrumentos internacionales de protección de los derechos de las personas con 
discapacidad y adopción de leyes nacionales en el mismo sentido en algunos países 
de Europa como Gran Bretaña y Estados Unidos.  
 
De esta manera, si se considera que las causas que originan la discapacidad son 
sociales, las soluciones no deben apuntarse individualmente a la persona, sino más 
bien que deben estar  dirigidas hacia la sociedad. En términos generales, el 
tratamiento social del que son objeto las personas con discapacidad se basa en la 
búsqueda de la inclusión a través de la igualdad de oportunidades. 
 
Para ello, se requiere la realización de todas las modificaciones y adaptaciones 
necesarias, a fin de alcanzar la participación plena de las personas con discapacidad 
en todos los ámbitos de la vida en comunidad. El modelo social se encuentra, 
entonces, muy relacionado con la consideración de la discapacidad como una 
cuestión de derechos humanos. Se centra en la dignidad intrínseca del ser humano, y 
de manera accesoria —y sólo en el caso que sea necesario— en las características 
médicas de la persona. Sitúa al individuo en el centro de todas las decisiones que le 
afecten, y sitúa el centro del problema fuera de la persona —en la sociedad—. De 
este modo, las soluciones frente a la situación de desventaja de las personas con 
discapacidad se deben plantear a partir del respeto a los valores esenciales que son 
el fundamento de los derechos humanos. 
  
 
La evolución del concepto de discapacidad que este modelo ha presentado, está 
evidenciada en las normativas de la Organización Mundial de la Salud (OMS)  para 
definir y clasificar la discapacidad.   Luego de un largo proceso de revisión, en el 
2001, la OMS adopta la clasificación revisada que pasa a llamarse Clasificación 
Internacional del Funcionamiento de la Discapacidad y la Salud (CIF). Con este 
cambio de nombre que, aunque mantenía el concepto de discapacidad incorporaba el 
de funcionamiento, se pretendía dar una visión más positiva de dichas problemáticas, 
minimizando así los problemas de marginación y estigmatización.   
 
El término discapacidad en la CIF  es asumido como un término genérico que abarca 
las distintas dimensiones de: 
Deficiencias de función y deficiencias de estructura (antes deficiencias) 
Limitaciones en las actividades (antes discapacidades) 
Limitaciones en la participación (antes minusvalía). 
 
La CIF considera que la discapacidad no es un atributo de la persona, sino un 
complicado conjunto de condiciones, muchas de las cuales son creadas por el 
contexto / entorno social. De ahí que su manejo requiera de la actuación y 
responsabilidad colectiva de la sociedad.     Cabe mencionar que estas normativas se 
traen a colación porque sobre estas se basa la normativa vigente del Ministerio de la 
Salud, MINSA, para la certificación de la discapacidad (Normativa MINSA, 2004). 
 
El abordaje social entonces, ha generado una mirada diferente hacia la persona con 
discapacidad, centrada en primer término en su condición de ser humano en igualdad 
  
de derechos y dignidad que los demás, y en segundo lugar en una condición (la 
discapacidad) que le acompaña, y que requiere en determinadas circunstancias de 
medidas específicas para garantizar el goce y ejercicio de los derechos, en igualdad 
de condiciones que el resto de personas  (Palacios & Bariffi, 2007 pp 22,23).  Este es 
precisamente el espíritu de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (CDPD) y de los principios en que se basa la misma.   
 
1.5   LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD (CDPD)  
 
1.5.1   Contexto en el que se aprueba la Convención 
 
El tema de la discapacidad y de los derechos humanos se abordó en los diferentes 
órganos y organismos especializados del Sistema de Naciones Unidas en varias 
ocasiones, en los años previos a la aprobación de la Convención sobre Derechos de 
las Personas con Discapacidad. A continuación se enuncian en orden cronológico los 
instrumentos o documentos adoptados durante ese  específicamente a proteger los 
derechos de las personas con discapacidad:  
 
Declaración de los Derechos del Retrasado Mental (1971)   
Declaración de los Derechos de los Impedidos (1975)  
Programa de Acción Mundial para los Impedidos (1982)  
Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos (1983-1992) 
Principios de las Naciones Unidas para la protección de los enfermos mentales y para 
el mejoramiento de la atención de la salud mental (1991) 
  
Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad (1993). 
 
Se llama la atención sobre los términos que se utilizan en los mencionados 
instrumentos para denominar a las personas con discapacidad: retrasado mental, 
impedido, enfermo mental.  Es hasta la adopción de las Normas Uniformes en 1993 
que comienza a utilizarse el término persona con discapacidad, marcando un hito 
hacia el cambio de paradigma.  
 
Hasta la aprobación de la CDPD las Normas Uniformes sobre la Igualdad de 
Oportunidades para las Personas con Discapacidad, fue el instrumento principal de 
las Naciones Unidas por el que se rigió la actuación de los Estados en relación con 
los derechos humanos y la discapacidad. Constituyó un punto de referencia 
importante para determinar las obligaciones de los Estados con arreglo a los 
instrumentos vigentes relativos a los derechos humanos. Numerosos países, incluida 
Nicaragua, basaron su legislación nacional en las Normas Uniformes.  Ninguno de los 
instrumentos específicos mencionados es vinculante ni protegen los derechos de las 
personas con discapacidad con la misma amplitud que la nueva Convención. 
 
No obstante la existencia de los instrumentos internacionales de protección de los 
derechos humanos como son la Declaración Universal de Derechos Humanos, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que reconocen derechos inalienables de 
todos los seres humanos, las personas con discapacidad continuaban siendo 
consideradas como objeto de beneficencia o de tratamiento médico más que como 
titulares de derechos. Se les seguían negando en la práctica los derechos básicos y 
libertades fundamentales que la mayor parte de las personas dan por sentados.  
  
 
Es decir, a pesar de que las personas con discapacidad eran destinatarias, al igual 
que el resto de personas, de la protección establecida por los instrumentos 
mencionados, en muchos casos dichas normas no se aplicaban, o se aplicaban de 
manera diferente para este colectivo. Por otro lado, a excepción de la Convención 
sobre los Derechos del Niño aprobada en 1989, en ninguna de las otras 
Convenciones se hace referencia expresa a las personas con discapacidad. Esta 
Convención es el primer tratado de derechos humanos que prohíbe explícitamente la 
discriminación contra el niño por razón de discapacidad. Reconoce asimismo el 
derecho de los niños y niñas con discapacidad a gozar de una vida plena y tener 
acceso a atención y asistencia especial para lograrlo.  Específicamente el artículo 23 
establece que ―los Estados parte reconocen que el niño mental o físicamente 
impedido deberá disfrutar  de una vida plena y decente en condiciones que aseguren 
su dignidad, le permitan llegar a bastarse  a sí mismo y faciliten la participación activa 
del niño en la comunidad‖. 
 
Cabe mencionar que con anterioridad a la aprobación de la Convención, los tratados 
vigentes sobre los derechos humanos no habían abordado de manera amplia la 
protección de los derechos de las personas con discapacidad, y éstas no habían 
aprovechado debidamente los diversos mecanismos de protección al amparo de esos 
tratados. Era necesario entonces contar con un instrumento internacional 
jurídicamente vinculante y con un órgano que velara por la protección efectiva de los 
derechos de las personas con discapacidad, tal como quedó determinado en la 
Convención al crear un Comité.  
 
 
  
1.5.2   La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
 
El 13 de diciembre de 2006 fue adoptada la Convención Internacional sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad en la Sede de las Naciones Unidas en 
Nueva York, y se abrió a la firma el 30 de marzo de 2007. Esta Convención  es el 
primer tratado de derechos humanos del siglo XXI y formaliza el cambio de paradigma 
que concibe a las personas con discapacidad como sujetos con derechos, capaces de 
reclamarlos y de tomar decisiones sobre su vida, en lugar de objetos del tratamiento 
médico y la protección social. Es importante destacar la activa participación de las 
organizaciones de personas con discapacidad en el proceso de elaboración de esta 
Convención bajo el lema ―Nada sobre Nosotros sin Nosotros‖. 
 
Cabe mencionar que Nicaragua ratificó  la Convención  sobre  los  Derechos  de  las  
Personas  con  Discapacidad en Octubre de 2007, convirtiéndose en uno de los 
primeros 20 países en ratificarla y que hicieron posible su entrada en vigor  en mayo 
de 2008.  Dos años después, en octubre 2009, luego de una sostenida campaña de 
parte de las organizaciones de personas con discapacidad, ratificó el Protocolo 
Facultativo de la CDPD.  (La Gaceta Diario Oficial Decreto 85-2009). 
 
1.5.3   Objeto y principios  generales 
 
La Convención tiene por objeto «promover, proteger y asegurar el goce pleno y en 
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad 
inherente» (CDPD arto. 1).  Establece que todas  las  categorías  de  derechos 
humanos son aplicables a las personas con discapacidad e identifica las áreas en las 
  
que se deben hacer adaptaciones para que las personas con discapacidad puedan 
ejercer eficazmente sus derechos. 
 
Se establece en el Preámbulo de la Convención, que ―la discapacidad es un concepto 
que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y 
las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y 
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás‖.  En el artículo 1, 
que determina que ―las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan 
deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al 
interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en 
la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás‖.  
 
De esta manera la Convención adopta el modelo social de discapacidad, al concluir 
que ―la discapacidad resulta de la interacción con barreras debidas a la actitud y al 
entorno‖  (Palacios & Bariffi, 2007 p 66). Así mismo, asume una definición no cerrada, 
sino que ―incluye a las personas mencionadas, lo que no significa que excluya a otras 
situaciones o personas que puedan estar protegidas por las legislaciones internas de 
los Estados‖.  (Idem, p 66) 
 
Principios contenidos en la Convención: 
El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de 
tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas; 
La no discriminación; 
La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; 
  
El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como 
parte de la diversidad y la condición humanas; 
La igualdad de oportunidades; 
La accesibilidad; 
La igualdad entre el hombre y la mujer; 
El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y 
de su derecho a preservar su identidad. 
 
Si bien los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales que se 
especifican en la Convención son aplicables a todos los seres humanos, la 
Convención se concentra en las medidas que los Estados deben adoptar para que las 
personas con discapacidad gocen de estos derechos en igualdad de condiciones con 
los demás. La Convención aborda también la cuestión de los derechos específicos de 
la mujer y el niño, aspectos en que es necesaria la actuación del Estado como por 
ejemplo recopilando datos y sensibilizando respecto a esos derechos, y la 
cooperación internacional. 
 
Los derechos explícitos que se indican en la Convención son: 
Igualdad ante la ley sin discriminación 
El derecho a la vida, la libertad y la seguridad de la persona 
Igual reconocimiento como persona ante la ley e igual capacidad jurídica 
Protección contra la tortura 
Protección contra la explotación, la violencia y el abuso 
  
Derecho a que se respete la integridad física y mental 
Libertad de desplazamiento y nacionalidad 
Derecho a vivir en la comunidad 
Libertad de expresión y de opinión 
Respeto de la privacidad 
Respeto del hogar y la familia 
Derecho a la educación 
Derecho a gozar de salud 
Derecho al trabajo 
Derecho a un nivel de vida adecuado 
Derecho a participar en la vida política y pública 
Derecho a participar en la vida cultural 
 
1.6   MECANISMOS DE MONITOREO DE LA CONVENCIÓN 
 
Los mecanismos de monitoreo nacionales e internacionales de la Convención están 
contenidos en los artículos 33 al 40 y en el Protocolo Facultativo.  El arto. 33 
establece la obligación de los Estados Parte de instaurar un sistema para la aplicación 
y el seguimiento de la Convención, así como de involucrar en este sistema a las 
organizaciones de personas con discapacidad. El Protocolo Facultativo contempla un 
procedimiento de comunicación individual y otro de investigación. El primero permite 
la presentación de una denuncia al Comité sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad por parte de personas, o de grupos de personas, que estimen que sus 
  
derechos han sido vulnerados por un Estado Parte. El procedimiento de investigación 
faculta al Comité a examinar las violaciones graves o sistemáticas de los derechos 
que contempla la CDPD. 
 
1.7   LA PERSONA CON DISCAPACIDAD Y LA DISCRIMINACIÓN POR MOTIVO 
DE DISCAPACIDAD 
 
El principio de no discriminación es una de la piedras angulares de la legislación 
sobre derechos humanos y figura en todos los tratados de derechos humanos. Dentro 
de los principios plasmados en la CDPD, los fundamentales son la igualdad y la no 
discriminación.  Las referencias a la igualdad y la no discriminación son múltiples y se 
pueden encontrar en diversas partes de la Convención, en particular en el preámbulo, 
el propósito, los principios generales y las obligaciones generales de los Estados.   
 
De acuerdo con el artículo 2 de la CDPD, se entenderá por discriminación por motivos 
de discapacidad "cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de 
discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, 
cultural, civil o de otro tipo, entre ellas la denegación de ajustes razonables".   
 
El artículo 5 de la CDPD dispone que ―los Estados partes reconocen que todas las 
personas son iguales ante la ley y que tienen derecho a igual protección legal y a 
beneficiarse de la ley sin discriminación alguna‖.  El párrafo 2 del artículo 5 establece 
―la obligación de los Estados partes de prohibir toda discriminación por motivos de 
discapacidad”.  
  
 
El informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ACNUDH, 2009) nos dice lo siguiente: 
 
―El amplio espectro de las disposiciones del artículo 5 debe leerse 
junto con las medidas concretas de no discriminación e igualdad que 
se suman a la amplia gama de derechos enunciados en la 
Convención, como, por ejemplo, en relación con el matrimonio, la 
familia, la paternidad y las relaciones personales (art. 23), la 
educación (art. 24), la salud (art. 25), el empleo (art. 27), el nivel de 
vida y la protección social (art. 28) y la participación en la vida pública 
y política (art. 29)  (ACNUDH, 2009 p 14). 
 
Se volverá ejecutable el derecho a la igualdad y a la no discriminación cuando en la 
legislación se incluya una garantía general de igualdad y prohibición de la 
discriminación por motivos de discapacidad, y que sea aplicable a todos los sujetos 
públicos y privados que actúen en un país determinado y que cubra todas las formas 
de discriminación basada en la discapacidad. No se limitará a las conductas 
discriminatorias contra las personas con discapacidad, por lo que las personas sin 
discapacidad también tienen derecho a la protección prevista en el artículo 5; éste 
podría ser el caso del progenitor que cuida de un niño con discapacidad y que sufre 
discriminación en el empleo a causa del niño.   
 
Respecto al tipo de legislación que los Estados deban aplicar para hacer efectivo el 
derecho a la igualdad y a la no discriminación por motivos de discapacidad, la CDPD: 
 
  
Los Estados pueden elegir libremente el enfoque que más convenga a sus 
características y sistema jurídico y podrían promulgar una ley general de igualdad y 
no discriminación en materia de discapacidad que regulara también sectores como la 
salud y la educación, entre otros; o podrían quizás incluir la discapacidad entre los 
motivos de discriminación prohibidos en la legislación general y proceder a 
continuación a integrar las garantías de igualdad y no discriminación en las leyes 
sectoriales (ACNUDH, 2009 p 15).  
 
Los Estados deben poner fin a la discriminación, tanto la incorporada en la legislación 
como la que existe en la práctica. 
  
1.7.1   Los llamados ajustes razonables 
 
Se entiende por Ajustes Razonables la ―introducción, cuando sea necesario, de las 
modificaciones y ajustes pertinentes, que no impongan una carga desproporcionada o 
excesiva, de manera que las personas con discapacidad puedan gozar de sus 
derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los 
demás‖ (Artículo 2 CDPD). Sirviendo de base este principio, se podrá alegar y 
demandar que el Estado, y a través de éste otros agentes, incluido el sector privado, 
están obligados a tomar las medidas necesarias para adaptarse a su situación 
específica, mientras esas medidas no impongan una carga desproporcionada. El no 
aplicar estos ajustes puede colocar al empleador ante una demanda judicial por parte 
del empleado.  
 
Por ejemplo, si un empleado sufre un accidente, ya sea en el puesto de trabajo o 
fuera de éste, que dé por resultado una incapacidad física que obligue a ese 
  
empleado a utilizar desde ese momento una silla de ruedas, el empleador tiene la 
obligación de proporcionar rampas, lavabos accesibles a sillas de ruedas y pasillos sin 
obstáculos, y de efectuar otros ajustes y modificaciones de manera que esa persona 
pueda seguir trabajando como empleado activo. 
 
No obstante, ―los ajustes que el empleador debe realizar no son ilimitados; tan sólo 
deben ser razonables‖ (Manual, Naciones Unidas, 2007 p 14). No efectuar 
modificaciones no constituye discriminación cuando estas sean desproporcionadas o 
excesivas a la persona o entidad que deba llevarlos a cabo. En algunas legislaciones 
podemos encontrar que se definen los factores a evaluar al momento de determinar si 
este ajuste es desproporcional. Entre estos están la viabilidad de los cambios 
necesarios, el costo, el carácter, magnitud y recursos de la entidad de que se trate, la 
disponibilidad de otro apoyo financiero, las repercusiones en la salud y seguridad en 
el trabajo, y los efectos en las actividades de la entidad.  
 
La Convención también establece que la discriminación también se da en personas 
no solo por razón de su discapacidad, sino también por motivos de su sexo, edad, 
origen étnico u otra condición. Es por esto que contiene dos artículos dedicados a 
personas específicas: las mujeres con discapacidad y los niños con discapacidad.  
 
La mujer con discapacidad puede experimentar discriminación al menos por dos 
razones: por su sexo y por su discapacidad. El principio de igualdad entre el hombre y 
la mujer exige que los Estados fomenten ese principio y combatan la desigualdad al 
aplicar las disposiciones de la Convención (Ídem, p 17).  
 
  
El artículo 6 de la Convención reconoce específicamente que las mujeres y las niñas 
con discapacidad son objeto de múltiples formas de discriminación, entre ellas por 
razón de discapacidad, por razón de sexo y, a veces, también por otros motivos.  
 
Para poner remedio a esta situación, la Convención describe explícitamente el 
derecho a igual reconocimiento como persona ante la ley y además las medidas que 
los Estados deben adoptar para que ese derecho no sea vulnerado. 
 
1.7.2   Las denominadas medidas especiales 
 
Las medidas especiales se establecen ya que el reconocimiento de la igualdad y el 
derecho a la no discriminación no sólo consisten en el hecho de no apoyar la 
discriminación, sino que debe extenderse a que el Estado y los agentes privados 
garanticen la adopción de medidas positivas.  
 
El artículo 5.4) de la Convención reconoce que, a fin de garantizar la igualdad con los 
demás, puede ser a veces necesario prestar apoyo especial a determinados 
individuos o a personas con determinados tipos de discapacidad. 
 
Acerca de las medidas especiales y su aplicaciòn el Manual para Parlamentarios 
(Manual, Naciones Unidas , 2007) expresa: 
 
―Los parlamentos deben cerciorarse de que toda garantía constitucional 
o legislativa de igualdad aclare que las medidas especiales que se 
  
mencionan en la Convención son legales conforme a la legislación 
nacional y no pueden ser objetadas con arreglo a otras garantías de 
igualdad por personas que no tengan discapacidad, pero aleguen que su 
exclusión constituye una vulneración de sus derechos de igualdad. Las 
leyes pueden exigir también a los departamentos gubernamentales, y 
hasta a las empresas privadas, que informen anualmente sobre las 
medidas que hayan tomado para promover los derechos de las personas 
con discapacidad.‖ 
 
Las medidas especiales pueden ser adoptadas de dos formas: 
 
Medidas en curso o permanentes: Se trata de medidas especiales que ya están en 
marcha o posiblemente sean permanentes.  
 
Medidas temporales especiales: Se refieren a medidas que se adoptan para 
compensar los perjuicios que en el pasado sufrieron las personas con discapacidad, 
pero que posiblemente solamente funcionen durante un cierto período de tiempo.  
 
Tanto las medidas permanentes como las especiales de carácter temporal se 
permiten con arreglo a la Convención y no constituyen discriminación según la define 
ésta y proyecta la idea de que si el objetivo es lograr la igualdad entonces los dos 
tipos de medidas son esenciales.  
 
  
1.8   OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS PARTES CONFORME A LA 
CONVENCIÓN 
 
El artículo 4 de la Convención afirma que todos los Estados que la ratifiquen se deben 
comprometer a fomentar y garantizar el pleno ejercicio de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales de todas las personas con discapacidad, sin 
discriminación de ninguna clase.  
 
La Convención contiene implícitamente tres deberes distintos que obligan a todos los 
Estados partes y se nos explican en el Manual para Parlamentarios de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad  (Manual, Naciones 
Unidas , 2007): 
 
La obligación de respetar: Los Estados partes no deben interferir en el ejercicio de 
los derechos de las personas con discapacidad. Por ejemplo, los Estados no deben 
realizar experimentos médicos en personas con discapacidad sin su consentimiento ni 
excluir a ninguna persona de la escuela por razón de discapacidad.  
 
La obligación de proteger: Los Estados partes deben impedir la vulneración de 
estos derechos por terceros. Estos deben exigir a los empleadores privados que 
establezcan condiciones de trabajo justas y favorables para las personas con 
discapacidad, incluido un ajuste razonable. Los Estados deben mostrar diligencia en 
la protección de las personas con discapacidad contra los malos tratos o abusos. 
 
  
La obligación de realizar: Los Estados partes deben tomar las medidas oportunas 
de orden legislativo, administrativo, presupuestario, judicial y de otra índole que sean 
necesarias para el pleno ejercicio de estos derechos. 
 
1.8.1   Medidas que han de tomar los estados partes 
 
De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 4 de CDPD, los Estados están obligados a 
tomar las siguientes medidas: 
 
 Aprobar legislación y disposiciones administrativas para fomentar los derechos 
humanos de las personas con discapacidad. 
 Aprobar disposiciones legislativas y de otra índole para eliminar la 
discriminación. 
 Proteger y fomentar los derechos de las personas con discapacidad en todas 
las políticas y programas. 
 Suspender toda práctica que infrinja los derechos de las personas con 
discapacidad. 
 Velar por que el sector público respete los derechos de las personas con 
discapacidad. 
 Velar por que el sector privado y los individuos respeten los derechos de las 
personas con discapacidad. 
 Emprender la investigación y desarrollo de productos, servicios y tecnología 
accesibles a las personas con discapacidad y alentar a otros a que realicen esa 
investigación. 
  
 Proporcionar información accesible sobre tecnología de apoyo a las personas 
con discapacidad. 
 Promover la capacitación sobre los derechos de la Convención de 
profesionales y personal que trabajen con personas con discapacidad. 
 Consultar a personas con discapacidad y hacer que éstas participen en la 
formulación y aplicación de legislación y de políticas y en las decisiones que les 
afecten. 
 
1.8.2   La incorporación de la convención en el ordenamiento jurídico de los 
estados partes. 
 
Una vez que la Convención entra en vigor para un Estado al ser ratificada por éste, de 
acuerdo a sus disposiciones internas sobre la materia, la convención pasa a ser parte 
de su ordenamiento interno.  En algunos Estados partes en la Convención como 
Argentina, Chile, Costa Rica, las disposiciones de la Convención tienen efectos 
jurídicos directos en el ordenamiento nacional y son en principio directamente 
aplicables incluso por los tribunales. En otros países, los tratados internacionales de 
derechos humanos en los que el Estado es parte, no son aplicables sin un acto 
legislativo a fin de incorporar el tratado en el ordenamiento jurídico interno.  Aunque 
algunos Estados partes han introducido modificaciones en su legislación en vigor para 
conformarse con la Convención, es claro que las medidas adoptadas hasta el 
momento no son suficientes para dar pleno efecto directo a la Convención en el orden 
interno, deben continuar con la adopción de sus ordenamientos jurídicos.  
 
 
  
1.8.3   Obligaciones jurídicas de carácter general 
 
El artículo 4 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
define el alcance de las obligaciones de carácter general contraídas por los Estados 
partes.  Según este artículo, los Estados deben "asegurar y promover el pleno 
ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las 
personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad". 
Los Estados deben "abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles" con la 
Convención y "adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole 
que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la 
Convención" (CDPD).   
 
Al exigir que los Estados cumplan sus obligaciones mediante todas las medidas 
pertinentes, la CDPD adopta un enfoque amplio y flexible en la aplicación, que 
permite tener en cuenta las particularidades jurídicas de cada Estado, incluido, en 
especial el lugar que ocupa el tratado en el ordenamiento jurídico interno, así como 
otras consideraciones pertinentes.  Estos medios deberán ser los realmente 
adecuados para producir resultados que vayan de acuerdo a las obligaciones 
adquiridas con la Convención.  
 
De conformidad con el párrafo 3 del artículo 4, los Estados tienen la obligación de 
celebrar consultas estrechas y colaborar activamente con las personas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, en la elaboración y 
aplicación de legislación y políticas para aplicar la Convención  (ACNUDH, 2009, p 
11). 
 
  
1.8.4   Medidas para la aplicación de la CDPD 
 
Como requisito básico del Derecho Internacional, especialmente en materia de 
Derechos Humanos, el Estado parte de un tratado o convención debe procurar la 
compatibilidad de su legislación interna con lo asumido al incorporar dicho 
instrumento.  Por tanto, los Estados partes tienen la obligación de introducir en el 
momento de la ratificación los cambios en el derecho interno que sean necesarios 
para garantizar su conformidad con la Convención.  Siendo de la misma forma para 
los Estados donde la Convención forma parte del derecho interno, ya que esta 
incorporación automática no disminuye la necesidad de reformar la legislación para 
que se sujete a la Convención, de igual modo a los Estados donde la Convención 
tiene rango constitucional, superior o inferior.  
 
El párrafo 1 b) del artículo 4 de la Convención obliga a los Estados partes a "tomar 
todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o 
derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan 
discriminación contra las personas con discapacidad".  Con el fin de aplicar 
adecuadamente la Convención, una de las primeras medidas que los Estados tienen 
que adoptar es la realización de un examen a fondo de la legislación y de las políticas 
nacionales  (Manual, Naciones Unidas , 2007, p 151) y a la vez, examinar la 
Convención no sólo artículo por artículo sino también globalmente, para reconocer la 
interdependencia y la indivisibilidad de los derechos humanos. 
 
Si bien hasta el momento sólo en unos pocos Estados partes ese examen ha tenido 
como consecuencia la adopción de nueva legislación o la modificación de la existente, 
es esencial subrayar que, habida cuenta del alcance de la Convención, el examen 
tiene que ser amplio y rebasar el ámbito clásico de la legislación relacionada con la 
discapacidad.  Se consigna la buena práctica de algunos países que han examinado 
  
su legislación penal y civil, incluida por ejemplo la normativa referente a la 
accesibilidad, las elecciones, la inmigración y la nacionalidad, la administración de 
justicia, la detención y la prisión, los seguros, la educación, el empleo, la salud, la 
salud mental y el reconocimiento y tratamiento obligatorios, la tutela y la capacidad 
jurídica y la seguridad social.  
 
 La Convención prevé la participación en dicho examen de la sociedad civil y, en 
particular, de las asociaciones de personas con discapacidad.  En algunos casos, las 
organizaciones de la sociedad civil han subrayado específicamente su preocupación 
por la falta de iniciativa del Estado Parte a la hora de acometer la reforma jurídica  
(ACNUDH, 2009, p 12). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
CAPÍTULO 2  
LA CAPACIDAD JURÍDICA EN LA CONVENCIÓN 
INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD, ARTÍCULO 12 
 
 
Consideramos oportuno, antes de iniciar el tema de la capacidad jurídica desde la 
perspectiva de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, manifestar que esta misma es la reacción ante amplios antecedentes 
de discriminación hacia este sector y de privación del derecho al ejercicio de la 
capacidad jurídica basándose en este criterio.  
 
La Convención replantea el concepto de discapacidad y abre las puertas a este sector 
minoritario hacia el uso de su capacidad jurídica e igualdad de reconocimiento como 
persona ante la ley, viene también a establecer que la capacidad jurídica debe ser 
considerada como una cuestión de derechos humanos y consecuentemente debe ser 
tratada con primacía.  
 
Es pertinente hacer referencia al concepto de capacidad jurídica desde el punto de 
vista doctrinal y legislativo.  LACRUZ citado en Guzmán 2008 la describe de la 
siguiente manera: ―aptitud genérica para ser titular de derechos‖. (p 57) 
 
El Tratado de Derecho Civil, teoría y práctica de Jaime Santos Briz (Ídem) plantea lo 
siguiente: 
 
  
―La doctrina entiende por capacidad jurídica la aptitud de la persona para 
ser sujeto de relaciones jurídicas, es decir titular de derecho y 
destinatario de obligaciones. La capacidad jurídica corresponde al 
hombre porque él por naturaleza es persona en sentido ético, es decir, 
un valor en sí mismo, y no medio para otros fines, y en este sentido 
dotado de dignidad. Tiene por ello la persona derecho al respeto de su 
dignidad y la obligación de respetar como personas a los demás‖. 
 
En el documento Opinión legal sobre el artículo 12 de la CDPD (2008) emitido por los 
expertos en la materia consultados por la Alianza Internacional de Discapacidad 
(International Disability Alliance) se brinda una noción del concepto de capacidad 
jurídica que incluye dos componentes: ―La capacidad de ser titular de un derecho y la 
capacidad de obrar y ejercer el derecho, que abarca la capacidad de acudir a los 
tribunales en caso de afectación de esos derechos‖.  De ello se deriva que el 
reconocimiento de la capacidad jurídica de cualquier grupo o individuo impone el 
reconocimiento de ambos elementos.   
 
En el documento anteriormente mencionado se aborda el tema de la capacidad 
jurídica y se plantea lo siguiente:  
 
―El desconocimiento de la capacidad jurídica de una persona o grupo de 
personas se traduce en la negación tanto del derecho a la personalidad 
jurídica como de la capacidad de obrar. Frente a ello, el derecho 
internacional de los derechos humanos, que ha sido empleado con 
frecuencia para cuestionar la legislación nacional de carácter 
discriminatorio, incluye en la noción de capacidad jurídica tanto la 
titularidad como la posibilidad de ejercicio de los derechos‖.  
  
 
Gullón Ballesteros citado en García Pons, 2006, nos dice al respecto: 
 
"Sabemos que la capacidad jurídica es la aptitud que posee toda persona 
para ser sujeto de derechos y deberes mientras que  la capacidad de obrar 
es la aptitud de la persona para obrar eficazmente en el ámbito jurídico. La 
capacidad jurídica no es más que expresión de la igualdad y dignidad de la 
persona que resalta la Constitución Española. Es por tanto la misma 
durante toda la vida, uniforme, inmune a graduaciones o modificaciones. 
Es la que hace al hombre sujeto de Derecho, reflejo de su personalidad y a 
ella necesaria e inmediatamente conectada. En nada se ve afectada por 
las circunstancias personales del individuo. La capacidad jurídica no se 
concede, es una necesidad derivada de la misma personalidad humana.‖ 
(p 9). 
 
Como se ha expuesto en el Capítulo I del presente trabajo, la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) 
representa un cambio de paradigma en el tratamiento de la discapacidad. 
 
Manejar un enfoque de derechos humanos implica asumir con seriedad la idea de que 
las personas con discapacidad son sujetos que poseen los mismos derechos que el 
resto de los ciudadanos garantizando la igualdad y la no discriminación de este 
colectivo en su titularidad, disfrute, protección y ejercicio. 
 
  
En ese sentido, el artículo 12 de la CDPD establece el igual reconocimiento como 
persona ante la ley de las personas con discapacidad y contiene una serie de 
previsiones cruciales para materializar este enfoque, el mismo se transcribe 
textualmente a continuación dada su centralidad en el objeto de estudio:   
 
―1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho 
en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 
 
2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen 
capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos 
de la vida. 
 
3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a 
las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su 
capacidad jurídica. 
 
4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir 
los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos 
humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, 
que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y 
adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el plazo más corto 
posible y que estén sujetas a exámenes periódicos por parte de una autoridad o un 
órgano judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán 
  
proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de 
las personas. 
 
5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán 
todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser 
propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener 
acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad 
no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria.‖ 
 
G. Quinn, citado por Cuenca Gómez, (p 3), expresa que ―la capacidad jurídica 
tradicionalmente ha sido tratada como una cuestión técnica, alejada de la normativa y 
las políticas de derechos humanos adoptadas en las últimas décadas por los 
Derechos internos  en el ámbito de la discapacidad y ha sido abordada única y 
exclusivamente desde la perspectiva del Derecho Privado‖. 
 
La CDPD viene también a modificar este tratamiento, considerando la capacidad 
jurídica como un  asunto de derechos humanos y, consecuentemente, debe ocupar un 
lugar de primer orden en una reforma integral orientada a lograr la igualdad de 
derechos de las personas con discapacidad en cumplimiento del propósito de este 
instrumento internacional.  
 
Como sucede con el resto del articulado de la CIDPD, el artículo 12 es el resultado de 
la interactuación de los principios de dignidad, igualdad, autonomía y no 
discriminación con el derecho al reconocimiento de la capacidad jurídica. Del mismo 
  
modo que el conjunto del texto de la Convención, este precepto supone una 
aplicación coherente de los valores en los que se sustenta el discurso de los derechos 
(dignidad, autonomía, solidaridad) al ámbito de la discapacidad y, especialmente, al 
ámbito de la discapacidad mental, intelectual o psicosocial – pero también al campo 
de determinadas discapacidades sensoriales - en el que tradicionalmente han sido 
pasados por alto o aplicados de manera menos rigurosa (Cuenca Gómez, p 4). 
 
2.1   LA CAPACIDAD JURÍDICA Y SU INTERPRETACIÓN EN EL ÁMBITO DE LA 
CONVENCIÓN 
 
El tema de la capacidad jurídica fue el tema más debatido durante el proceso de 
negociación de la Convención y el que más impacto tendrá en los derechos de las 
personas con discapacidad.  Como se ha dicho, el reconocimiento a la capacidad 
jurídica en igualdad de condiciones es la puerta de entrada para el goce pleno de los 
demás derechos. 
 
A manera de ejemplo y por considerarlo ilustrativo para comprender el espíritu de la 
Convención sobre este tema, se refleja la posición de las organizaciones de personas 
con discapacidad y  las diferentes posiciones de los Estados, que  al tomar conciencia 
del cambio potencial que una interpretación amplia del artículo propuesto podía 
generar, provocó intensos debates.  Estas últimas son un reflejo de los escollos que 
podría encontrar la aplicación del artículo 12 de la CDPD.   
 
Los debates se centraron en dos discusiones sustanciales, que a su vez se 
encontraban muy relacionadas. La primera se refiere a la adopción del modelo que 
regiría el tema de la capacidad jurídica (modelo de sustitución o modelo de 
asistencia); la segunda, sobre el significado del término capacidad jurídica. Algunas 
  
delegaciones de los Estados negociadores consideraban que, al establecerse el 
principio de igualdad en la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, solo 
se hacía alusión a la capacidad de derecho, y no a la capacidad de obrar. Otras y las 
mismas organizaciones de personas con discapacidad, entendían que el término 
capacidad jurídica incluía ambos tipos y por ende el principio de igualdad se aplicaba 
tanto a la capacidad de derecho como a la de obrar.  
 
Durante la Quinta Sesión del Comité Especial para la elaboración de la Convención 
sobre Discapacidad, algunas delegaciones manifestaron que en los diversos sistemas 
legales, la expresión capacidad jurídica puede tener diversos sentidos, y que si fuera 
necesario utilizar dicho término, se hiciera expresando que capacidad jurídica  se 
refiere  solo a la capacidad de derecho y no a la capacidad jurídica para actuar. 
 
En el informe de la Quinta Sesión el término quedó entre paréntesis relacionado con 
una nota, especificando que ―En árabe, chino y ruso el término ―capacidad jurídica‖ se 
refiere a la ―capacidad jurídica para disfrutar de los derechos‖, en lugar de la 
―capacidad jurídica para actuar‖. 
 
El Presidente del Comité Especial solicitó a la Oficina del Alto Comisionado para los 
Derechos Humanos una explicación acerca del término ―capacidad jurídica‖ según su 
utilización en la Comisión para Eliminar la Discriminación Contra la Mujer. La Oficina 
del Alto Comisionado para los Derechos Humanos se comprometió a realizar un 
informe detallado, pero asimismo en el momento respondió que: 
  
―el texto provino del Artículo 15 de la Convención para Eliminar la 
Discriminación Contra la Mujer: Los Estados Partes acuerdan conferirle 
  
a las mujeres igual capacidad jurídica que a los hombres. Esta 
disposición representa conceptos múltiples, incluyendo la igualdad de 
derechos para celebrar contratos y para administrar propiedades, y en 
ese último sentido, se podría relacionar con ―capacidad de actuar‖ (del 
inglés: capacity to act).” (Quinta Sesión del Comité Especial, Resúmenes 
Diarios, Volumen 6, #10, citado en Palacios 2008, p 438). 
  
 
A pesar de dicha aclaración, algunas delegaciones no consideraron que eso fuese 
posible para todas las personas con discapacidad.   Por el contrario un número 
importante de delegaciones consideró que no era posible, en el contexto de esta 
Convención, otorgar el reconocimiento de capacidad jurídica en base a los diferentes 
tipos de discapacidades y que debía sólo incluir un principio general de igual 
capacidad jurídica, sin excepciones, pero reconociendo que hay personas que 
necesitan apoyo para ejercer esa capacidad.  En este sentido, es importante hacer 
notar que hay una diferencia cualitativa y de fondo entre establecer que alguien no 
tiene capacidad y establecer que alguien necesita apoyo para ejercer su capacidad.  
 
Por su parte el representante del Caucus Internacional de Discapacidad (International 
Disability Caucus)1  expresó en su intervención: 
 
―Lo primero que hay que valorar en relación con la capacidad jurídica es 
que es una construcción social y de este modo refleja elecciones que las 
sociedades han hecho en diferentes épocas. Históricamente, la 
                                                          
1
 Las más de 70 organizaciones internacionales, regionales y nacionales de y para personas con 
discapacidad que participaron en las negociaciones e incidieron en la adopción de la CDPD  
conformaron una coalición que se conoció como Caucus Internacional de la Discapacidad.   
  
capacidad ha sido un atributo o una presunción que el Derecho ha 
concedido o denegado a diferentes poblaciones. Una clara ilustración de 
este proceso es provista por el tratamiento legal de la capacidad de la 
mujer. El contenido negociable del concepto es nuevamente demostrado 
por la Convención de los Derechos del Niño reconociendo las 
capacidades evolutivas del niño e incorporando explícitamente el 
derecho a la participación (artículo 12). De este modo, cuando nos 
estamos preguntando por la incapacitación legal que se aplica contra 
nosotros (personas con discapacidades psicosociales), estamos, por 
decirlo de algún modo, pisando caminos que ya han sido recorridos por 
otros grupos excluidos. Estamos diciendo que la afirmación de 
incapacidad que la sociedad sitúa en relación a algunos de nosotros es 
falsa y que tenemos derecho a vivir, como los demás, en nuestros 
propios términos.‖ 
 
En la Sexta Sesión del Comité Especial para la elaboración de la Convención sobre 
Discapacidad se presentó el Informe sobre Capacidad Jurídica del Alto Comisionado 
de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (Background conference document 
prepared by the Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights on 
Legal Capacity). En el  mencionado documento se analiza el modo en que los 
términos: reconocimiento como persona ante la ley y capacidad jurídica son utilizados 
en los Tratados de Derechos Humanos existentes, así como en ciertos sistemas 
legales nacionales, llegando a la conclusión de que si bien ambos términos se 
encuentran conectados, tienen diferentes significados. El reconocimiento como 
persona ante la ley dota a la persona del derecho al estatus y a la capacidad 
reconocida en el ordenamiento jurídico.  El concepto de capacidad jurídica es un 
concepto más amplio que lógicamente presupone la capacidad de ser un titular de 
derechos y obligaciones, pero además supone la capacidad de ejercer dichos 
derechos y contraer obligaciones por sí mismos.  
  
 
En la primera parte del Informe del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (ACNUDH) se expone un estudio sobre el significado de los 
términos mencionados en el marco de los Tratados de Derechos Humanos, 
analizando concretamente tanto el artículo 16 del Pacto Internacional sobre Derechos 
Civiles y Políticos (PIDCP), que establece que ―toda persona debe tener el derecho al 
reconocimiento en todas partes como persona bajo la ley‖, como el artículo 15.2 de la 
Convención Internacional contra cualquier tipo de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW, por sus siglas en inglés). El artículo 16 del PIDCP fue la base del Borrador 
del artículo 9.1 de la Convención sobre Discapacidad, y el artículo 15.2 de la 
(CEDAW) fue la base del borrador de artículo 9.2 del mismo instrumento.2    
 
En relación al artículo 16 del PIDCP, el Informe del ACNUDH describe que su objeto 
es garantizar a todos los seres humanos el derecho básico de ser reconocido como 
persona ante la ley (personalidad jurídica en español). Según esta disposición, se 
indica, la persona es dotada de capacidad de ser persona bajo la ley, esto es, de ser 
reconocida como titular potencial de derechos y obligaciones. La personalidad jurídica 
es un aspecto crucial de la libertad, que:      
 
―Distingue a una persona de otra y permite hacer valer su dignidad 
esencial erga omnes. Concentra la atención del ordenamiento jurídico en 
cada ser humano. Hace realidad en la ley la dignidad esencial del ser 
humano.  Sin ella la persona no sería verdaderamente libre porque 
estaría sujeto a injusticias y daños sin remedio legal.‖ (F. Volio, 1981 
citado en el Informe del ACNUDH, 2006, p 5)  
                                                          
2
 Numeración del documento borrador de la Convención que corresponde al artículo 12 del texto definitivo de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD). 
  
 
En el Informe se menciona que el reconocimiento de la personalidad jurídica 
asimismo representa una precondición necesaria para el disfrute y ejercicio real de 
todos los derechos individuales. No obstante, se expresó que la referencia al 
significado ordinario del término ―persona‖ y ―personalidad jurídica‖ no brinda 
demasiada luz sobre si el reconocimiento como persona bajo la ley incluye o no la 
capacidad de obrar. Una interpretación teleológica del artículo 16 a la luz de su 
―objeto y propósito‖ —esto es, de conformidad con el objetivo de reconocer la 
dignidad humana inherente y los derechos inalienables —también conducen a 
conclusiones ambiguas (Informe ACNUDH, párr. 11).    
 
Es así que el Informe del ACNUDH, basando su interpretación en el artículo 32 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que provee un recurso a 
medios suplementarios de interpretación, incluyendo los trabajos preparatorios del 
Tratado (párr. 12), concluyó que: ―un análisis de los trabajos preparatorios del PIDCP 
no deja lugar a dudas de que el artículo 16 solo cubre la capacidad de ser persona 
bajo la ley y no la capacidad de obrar.‖ (párr. 13) 
 
El artículo 15.2 de la CEDAW, que como se ha mencionado sirvió de base para la 
elaboración del 9.2 del Borrador de la Convención, establece que:  
 
―Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una 
capacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades 
para el ejercicio de esa capacidad. En particular, le reconocerán a la 
mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar bienes y le 
  
dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las 
cortes de justicia y los tribunales.‖
 
 
 
El Informe del  ACNUDH explicó que este artículo 15 apunta a asegurar autonomía 
legal a la mujer. Confirma la igualdad de las mujeres con los hombres ante la ley, y 
adicionalmente requiere a los Estados Parte garantizar derechos iguales a la mujer en 
áreas del derecho civil, en las que la mujer ha sido tradicionalmente discriminada, por 
ejemplo, derecho de propiedad o sucesiones (ídem párr. 17). 
 
 
El artículo 15.2 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer garantiza a esta igual capacidad jurídica que el 
hombre, y la misma oportunidad de ejercer dicha capacidad. Esta cláusula —que se 
inspira en el principio de autonomía o autodeterminación, en el cual toda persona se 
presume  ser capaz de elegir opciones y realizar actos, con independencia de su 
conciencia, no provee una definición de capacidad jurídica, ni es una definición 
contenida en otro instrumento internacional. Surge entonces la cuestión relativa a la 
relación entre capacidad jurídica por un lado, y el concepto de capacidad de ser una 
persona bajo la ley y la capacidad de actuar, por el otro. (Ídem párr. 18) 
 
Para definir este asunto y determinar el alcance del artículo 15 de la CEDAW, el 
Informe del ACNUDH recurrió una vez más a una interpretación sobre la base de las 
reglas de interpretación establecidas en la Convención de Viena sobre Derecho de los 
Tratados de 1969.  
 
Así, el Documento establece en primer lugar el significado del 
diccionario citando  el Webster’s New Millennium Dictionary of English, que define a la 
capacidad jurídica como ―la habilidad de una persona y el poder bajo el derecho de 
emprender una empresa o entablar una transacción o mantener un estatus particular 
o una relación con otra persona.‖ 
  
 Se indica en el Informe que esta definición,  al 
  
hacer referencia a la habilidad de llevar adelante una acción en particular o de ser 
parte de una determinada relación jurídica, parece indicar que el término ―capacidad 
jurídica‖ tiene elementos en común con la capacidad de obrar, entendida como la 
capacidad de celebrar actos con efectos jurídicos. (Ídem párr. 19) 
 
A la misma conclusión se llegó en el Informe al hacer el análisis del contexto en el 
cual el término ―capacidad jurídica‖ es utilizado,  las referencias a ―cuestiones civiles‖ 
en la primera oración del artículo 15.2, así como a las áreas específicas del derecho 
civil en donde la mujer ha sido tradicionalmente discriminada en la segunda oración 
son referencias a la capacidad de obrar. Si el término ―capacidad jurídica‖ fuera 
entendido como sinónimo de ―capacidad de ser persona bajo la ley‖, el significado de 
la segunda parte de dicha oración (‖…y las mismas oportunidades para el ejercicio de 
esa capacidad‖) no tendría sentido.  Igualmente el uso del verbo ―ejercer‖, presupone 
una acción más que la adquisición de un estatus (reconocimiento como persona ante 
la ley).  El análisis del término en conjunto con el texto completo y en los trabajos 
previos, confirma que el término ―capacidad jurídica‖ se debe leer entendiendo que 
incluye la capacidad de obrar (ídem, párr. 20-23).  
 
En el Informe el ACNUDH  se concluyó entonces que: 
 
―El ‗derecho a ser reconocido como persona bajo la ley‘ dota al ser 
humano de la capacidad de ser reconocido como persona en el 
ordenamiento jurídico, y así es un requisito previo necesario para todos 
los demás derechos. El concepto de ‗capacidad jurídica‘ es un concepto 
más amplio que lógicamente presupone la capacidad de ser un potencial 
titular de derechos y obligaciones (elemento estático), pero también 
supone la capacidad de ejercitar esos derechos y asumir esas 
  
obligaciones por sí mismos, esto es, sin asistencia o representación de 
terceros (elemento dinámico). Así, la capacidad jurídica incluye la 
―capacidad de obrar‖, entendida como la capacidad y la facultad de 
asumir una transacción, mantener una relación o un estatus determinado 
con otra persona, y de manera más general de crear, modificar o 
extinguir relaciones jurídicas‖ (ídem, párr. 37). 
 
Esta interpretación es importante, ya que si  un tratado sobre derechos humanos, que 
se refiere a la mujer, utiliza el término capacidad jurídica integrando en su significado 
la capacidad de obrar, no parecen haber razones para entender que en otro tratado  
que aborda los derechos de otro colectivo, en este caso, las personas con 
discapacidad, se le asigne otro significado, o uno más restringido. (Palacios 2008, p 
448) 
 
2.2   LA CAPACIDAD JURÍDICA EN LA CONVENCIÓN: DEL MODELO DE 
SUSTITUCIÓN AL MODELO DE APOYO 
 
La interpretación de lo dispuesto en el artículo 12 de la CDPD debe de hacerse 
considerando el modelo social de discapacidad, el Preámbulo de la CDPD y otras 
disposiciones de su articulado como son: el artículo 1, ya citado, que establece el 
propósito de la Convención; el artículo 2 que contiene la definición abierta de 
personas con discapacidad3; el artículo 3, ya citado,  que recoge los principios 
generales que deberán informar todo el texto  y que se pueden sintetizar en la 
dignidad, la igualdad y la autonomía; el artículo 5.2, igualmente ya citado,  que se 
refiere al concepto de discriminación por motivos de discapacidad, entre otros. 
                                                          
3
―las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás‖.  
  
 
El primer inciso del artículo 12 ―reafirma‖ que las personas con discapacidad tienen 
―derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica‖. Se trata, en 
efecto, de una reafirmación dado que se reconoce una situación jurídica preexistente 
con el objeto de reforzarla4.  
  
Por su parte, el segundo inciso ―reconoce‖ que las personas con discapacidad ―tienen 
capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos 
de la vida‖. Se trata, probablemente, de una de las disposiciones más relevantes de la 
Convención que obligará a introducir importantes modificaciones en los 
ordenamientos jurídicos internos. Como se ha mencionado, la interpretación de esta 
exigencia de igualdad en el ámbito de la capacidad jurídica generó durante la 
negociación de la CDPD, y todavía hoy genera, importantes discusiones y 
cuestionamientos. En este sentido, cabe hacer mención a las declaraciones y 
reservas de algunos países al momento de la firma con referencia al artículo 12 que 
parten desde la posición de Egipto que hizo una declaración interpretativa sobre el 
concepto de capacidad jurídica que excluye la capacidad de ejercicio, a la declaración 
y reserva de Canadá que dice:  
 
―Canadá reconoce que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en 
igualdad de condiciones que las demás en todos los aspectos de su vida. Canadá 
declara que interpreta que el artículo 12 permite tanto las decisiones con apoyo como 
la sustitución en la toma de decisiones en las circunstancias que corresponda y de 
acuerdo a la ley. 
 
                                                          
4
 Este derecho está contenido en el artículo 6 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos  
de 1948, en el artículo 16 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 3 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
  
En la medida de que el artículo 12 pueda ser interpretado como la exigencia de 
eliminación de todas las disposiciones de sustitución en la toma de decisiones, 
Canadá se reserva el derecho de continuar su uso en las circunstancias que 
corresponda y sujetas a salvaguardas apropiadas y efectivas. Respecto al artículo 12 
(4), Canadá se reserva el derecho de no someter dichas medidas a revisión periódica 
por una autoridad independiente, donde esas medidas estén ya sujetas a revisión o 
apelación.‖5  
 
En primer lugar, cabe precisar que el término capacidad jurídica incluye tanto la 
capacidad de ser titular de derechos, como la capacidad de ejercer tales derechos. 
Esta interpretación como se ha visto se apoya en el ya mencionado Informe que el 
Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos presentó al 
Comité Especial para la elaboración de la Convención en su Sexta Reunión 
denominado ―Capacidad jurídica‖, pero también en los restantes incisos del artículo 12 
y el espíritu mismo de la Convención 
 
En segundo lugar, del texto mismo de la Convención, que de conformidad con la 
definición de discapacidad del artículo 2,  que no establece distinciones y  de los 
apoyos previstos en el artículo 12.3,  se desprende que el artículo 12.2 establece el 
paradigma de capacidad jurídica universal, para todas las personas con discapacidad, 
sin exclusiones por razón del tipo o del grado de discapacidad. (Opinión Legal sobre 
el Artículo 12 de la CDPD de 21 de junio de 2008, p 4)   
                                                          
5 ―Canada recognizes that persons with disabilities are presumed to have legal capacity on an equal 
basis with others in all aspects of their lives. Canada declares its understanding that Article 12 permits 
supported and substitute decision-making arrangements in appropriate circumstances and in 
accordance with the law. 
To the extent Article 12 may be interpreted as requiring the elimination of all substitute decision-making 
arrangements, Canada reserves the right to continue their use in appropriate circumstances and subject 
to appropriate and effective safeguards. With respect to Article 12 (4), Canada reserves the right not to 
subject all such measures to regular review by an independent authority, where such measures are 
already subject to review or appeal.‖ 
  
 
En tercer lugar, resulta indispensable señalar que a luz del artículo 12 la capacidad 
jurídica no puede ser cuestionada por razón de discapacidad, lo que supondría, 
además, una discriminación por motivo de discapacidad prohibida por el artículo 5.  La 
capacidad jurídica ―en igualdad de condiciones‖ excluye el método de atribución 
directa de incapacidad, como sucede en aquellos sistemas que automáticamente 
consideran ―incapaces‖ a personas que poseen ciertas discapacidades como el de 
Nicaragua, o indirecta, como sucede en sistemas como el español que hace 
referencia a enfermedades o deficiencias que impiden el autogobierno.  
 
De lo que se trata es de analizar la situación en la que se encuentra la persona y las 
dificultades no sólo individuales, sino también sociales, ambientales, etc. con las que 
se  encuentra para diseñar los apoyos que requiere en el ejercicio de su capacidad 
jurídica.   
 
En relación con lo señalado anteriormente, el artículo 12.2 obliga a acabar con la 
institución de la interdicción o la incapacitación en tanto supone una pérdida total o 
parcial de la capacidad jurídica. 
 
En cuarto lugar, el reconocimiento de la igual capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad conlleva como consecuencia lógica la obligación de los Estados de 
establecer todas las medidas pertinentes para proporcionar a las personas con 
discapacidad el acceso al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad 
jurídica a la que se refiere el artículo 12.3. 
 
  
De la lectura  de ambos incisos se desprende que la CDPD supone el paso del 
modelo de sustitución en la toma de decisiones, propio del modelo médico, al modelo 
de apoyo en la toma de decisiones característico del modelo social.  El modelo de 
sustitución en la toma de decisiones no tiene cabida dentro de la exigencia de igual 
capacidad jurídica, ni siquiera como excepción a la regla general del apoyo; excepción 
que entraría en juego, como algunos reclaman, en relación con las discapacidades 
más severas (Dhanda, citado en Cuenca Gómez p 15).  Finalmente, el artículo 12.2 
obliga a reformar todas las leyes que ―descalifican‖ a las personas con discapacidad 
para disfrutar de derechos o desempeñar actividades y responsabilidades que 
implican también el ejercicio de capacidad jurídica. (Cuenca Gómez,  p 12-15)  
 
Algunos planteamientos consideran las salvaguardas del artículo 12.4 como medidas 
para el ejercicio de la capacidad jurídica diferentes y más fuertes que los apoyos, lo 
que podría abrir la puerta al modelo de sustitución, estas en realidad están dirigidas a 
los mecanismos de apoyo orientadas a evitar los abusos. Si bien las salvaguardas 
deberán concretarse en la implementación del sistema de apoyo la Convención 
identifica hacia donde deberán apuntar: que respeten los derechos, la voluntad y las 
preferencias de las personas; que no haya conflicto de intereses ni influencia 
indebida; que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona; 
que se apliquen en el plazo más corto posible; que estén sujetas a exámenes 
periódicos, por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente 
e imparcial; que sean proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los 
derechos e intereses de las personas. (Cuenca Gómez, p 16) 
 
Además, el artículo 12.5 reconoce a las personas con discapacidad, el derecho a ser 
propietarios, a heredar bienes, a administrar sus propios asuntos, incluidos aquellos 
de carácter financiero, con lo cual no se deja lugar a dudas del amplio ámbito de 
  
protección que tiene esta capacidad jurídica en el mundo del Derecho, también 
respecto de las relaciones civiles y comerciales 
 
Como se ha visto, el marco legal establecido por el artículo 12 contempla un cambio 
en el modelo a adoptar a la hora de regular la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, especialmente en aquellas situaciones en las cuales puede resultar 
necesario algún tipo de intervención de terceros, cuando la persona tiene limitaciones 
o restricciones para tomar decisiones propias.  
 
Como destaca el documento ―Elementos Clave de un Sistema de Apoyo en la Toma 
de Decisiones‖ elaborado por el Foro Europeo de la Discapacidad (European 
Disability Forum), la Convención, con el concepto de apoyo en la toma de decisiones 
ha introducido un nuevo paradigma, tanto a nivel internacional como nacional. El 
apoyo en la toma de decisiones conlleva que no haya transferencia de derechos hacia 
otras personas: las personas con discapacidad disfrutan de la totalidad de sus 
derechos.  Este sistema de apoyo en la toma de decisiones quiere remplazar así al 
sistema tradicional de tutela. Mientras que el sistema existente de tutela se basa en la 
incapacidad parcial o total de las personas con discapacidad, el artículo 12 de la 
Convención garantiza que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en 
igualdad de condiciones con los demás en todos los aspectos de la vida. La 
capacidad jurídica tiene que ser entendida como la capacidad de toda persona de 
disfrutar y ejercitar sus derechos. Además, la Convención estipula que las personas 
con discapacidad tienen acceso al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su 
capacidad jurídica. 
 
En esta línea, el Manual para Parlamentarios sobre la Convención elaborado por las 
Naciones Unidas establece que ―en el caso de las decisiones con apoyo, la 
  
presunción es siempre a favor de la persona con discapacidad que será afectada por 
la decisión‖ (p 97). La persona con discapacidad es la que toma la decisión. La 
persona o personas de apoyo explican las cuestiones, cuando sea necesario, e 
interpretan las señales y preferencias de la persona con discapacidad. Aun cuando 
una persona que tenga una discapacidad necesite apoyo total, la persona o personas 
de apoyo deben permitir que esta ejerza su capacidad jurídica en la mayor medida 
posible, según sus deseos. Esto establece una distinción entre la toma de decisiones 
con apoyo y la toma de decisiones sustitutiva, en que el guardador o tutor posee 
facultades autorizadas por los tribunales para tomar decisiones en nombre de la 
persona con discapacidad sin que tenga que demostrar necesariamente que esas 
decisiones son en el mejor interés de aquella o de acuerdo con sus deseos. Cada 
Estado tendrá la obligación de contemplar en sus  legislaciones las debidas 
salvaguardas  y detallar cómo se aplicarán. 
 
La aplicación del artículo 12 representa el mayor desafío que enfrenta la 
implementación de la Convención por implicar modificaciones legales profundas tanto 
en lo civil como en lo penal y quizás en otras materias. 
 
 
 
 
 
  
CAPÍTULO 3  
CAPACIDAD JURÍDICA Y DISCAPACIDAD: LA APLICACIÓN 
DEL ARTÍCULO 12 DE LA CDPD EN EL DERECHO 
COMPARADO 
 
 
No en todos los estados, los códigos, leyes, las fuentes del derecho tiene la misma 
importancia, en algunos, como los regidos por el Common Law, la jurisprudencia tiene 
mayor desarrollo e importancia, por ejemplo. El Derecho comparado es un método de 
estudio en el que se aproximan las distintas medidas y soluciones de los diferentes 
ordenamientos jurídicos vigentes para el caso del que tratamos con el objetivo de 
estudiarlo, interpretar las normas internas, y poner como modelos los sistemas 
legislativos de otros países. En este capítulo nos proponemos abordar un poco acerca 
de las legislaciones de otros países y desarrollar un breve estudio del Derecho 
Comparado en materia de capacidad jurídica de las personas con discapacidad.  
 
Los Derechos humanos en la actualidad poseen un papel fundamental e inciden y 
modifican todas las instituciones jurídicas debido a su existencia. Esto se ha 
manifestado en la forma de concebir la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad donde los derechos humanos se han aplicado e impactado fuertemente 
con la incorporación de numerosas normas nuevas en el derecho internacional  y 
constitucional. La discapacidad es un  concepto que varía según los diferentes 
contextos históricos y sociales.  
 
La CDPD adopta el modelo social que pretende brindar respuestas y soluciones al 
fenómeno mismo de la discapacidad basándose en la igualdad y respeto a la dignidad 
  
teniendo como base los derechos humanos. No son las limitaciones individuales las 
raíces del problema, sino las limitaciones de la sociedad para asegurar 
adecuadamente que las necesidades de todas las personas sean tenidas en cuenta 
(Palacios & Bariffi, 2007, p 418). Es decir, ―el origen de la discapacidad está dado en 
la interacción de la persona con el contexto social en el cual se desenvuelve‖  (Idem, 
p 420). 
 
La CDPD no establece nuevos derechos pero prevé medidas de no discriminación y 
de acción positiva. Los Estados deberán implantarlas para garantizar a las personas 
con discapacidad sus derechos en igualdad de condiciones. 
 
La interdicción o incapacitación se trata en esencia de un procedimiento por el cual se 
procede a limitar la capacidad jurídica de una persona, nombrando a un representante 
que la va a suplir en todas o algunas decisiones de su vida que se denomina como 
tutor, guardador o curador en dependencia de la figura que la respectiva legislación 
disponga. 
 
Cabe mencionar que la tutela es la representación sustitutiva legal que sitúa el 
ejercicio de la capacidad jurídica (toma de decisiones) en un tercero que decide en 
nombre de su representado. El ejercicio tutelar tiene restricciones o limitaciones y 
control judicial. Aunque la tutela tiene como fin proteger al tutelado, y debe velar por 
su mejor interés, lo cierto es que el tutor decide en nombre de su representado sin 
consultarle ni participarle en la toma de decisiones.  
 
  
―Los modelos de discapacidad ofrecen respuestas distintas a la cuestión de los 
derechos de las personas con discapacidad y, consecuentemente, a la cuestión de la 
capacidad jurídica‖ (Cuenca Gómez, 2010 p 6). 
 
Según plantea Francisco Bariffi en su ponencia en el Seminario Capacidad jurídica, 
discapacidad y derechos humanos: un nuevo paradigma a la luz de la convención 
internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad, realizado en la 
Universidad Carlos III en Madrid en Febrero del 2010, hay tres modelos de 
incapacitación, a saber: 
 
El modelo de atribución directa de incapacidad. Cuando una deficiencia 
directamente es la causa de la incapacitación. 
El modelo de atribución indirecta. Cuando una deficiencia sólo causa 
incapacitación cuando la misma no permite el autogobierno. 
Modelos de promoción de autonomía. Cuando la incapacitación es la ultima ratio 
con importantes garantías judiciales de promoción de la autonomía. 
 
Los Estados ratificantes de la CDPD reconocerán que las personas con discapacidad 
tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los 
aspectos de la vida. Hemos escogido tres distintas legislaciones que se ajustan a los 
tres diferentes modelos discapacidad con el fin de analizarlos, para de este modo, 
conocer como se integra la perspectiva de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, en el ordenamiento jurídico de los países seleccionados: España, 
Argentina y Gran Bretaña. 
 
  
3.1   CAPACIDAD JURÍDICA - ESPAÑA 
 
España ratificó la CDPD el 30 de marzo de 2007 y ésta, entró en vigor el 3 de mayo 
de 2008. 
 
La Constitución Española de 1978 expresa en su preámbulo la voluntad de proteger a 
todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, y 
en su artículo 10.1 dispone que:  ―la dignidad de la persona, los derechos inviolables 
que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los 
derechos de los demás son el fundamento del orden político y la paz social‖.  
 
El Tribunal Constitucional Español, en Sentencia de 9 de octubre de 2002, Recurso 
de Amparo promovido por don Florencio Ferrer Gómez frente a la Sentencia de un 
Juzgado de Primera Instancia de Barcelona que declaró la incapacidad de su hijo y 
rehabilitó la patria potestad de la madre, declara que: ―el derecho a la personalidad 
jurídica del ser humano lleva implícito el reconocimiento del derecho a la capacidad 
jurídica de la persona, por lo que toda restricción o limitación de su capacidad de 
obrar afecta a la dignidad de la persona y a los derechos inviolables que le son 
inherentes, así como al libre desarrollo de la personalidad‖, y hace referencia sobre la 
adecuación a la norma constitucional de las disposiciones del Código Civil y de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil relativas a la incapacitación y al proceso sobre la incapacidad 
de la persona.  
 
El Magistrado Ángel Luis Campos Izquierdo en sus Comentarios a las Sentencias del 
Tribunal Supremo, en Mayo del 2009, realizó un estudio comparativo con la Sentencia 
del 29 de abril de 2009, sobre la Tutela, curatela y otras figuras de protección jurídica 
  
de las personas con discapacidad, en la que ha citado de la resolución del Tribunal 
Supremo de la sentencia referida que ―la normativa sobre incapacitación, interpretada 
conforme a la citada sentencia constitucional, es conforme con la Convención, 
siempre que se tenga en cuenta que el incapaz sigue siendo titular de sus derechos 
fundamentales y que la incapacitación es sólo una forma de protección y no una 
medida discriminatoria porque la situación merecedora de la protección tiene 
características propias. Todo ello con independencia del nombre con el que el 
legislador acuerde identificar esta medida de protección‖.  
 
A raíz de la Convención, se introducen en el Código Civil español ciertas 
modificaciones y se profundiza en el sistema de graduación de la capacidad iniciado 
con la Ley 13/1983. Se demanda proporcionalidad y adecuación de las medidas de 
apoyo a las circunstancias individuales de la persona con discapacidad de manera 
que sus intereses se encuentren protegidos. Estos elementos se concretizan en la ley 
procesal en cuanto obliga al juez a pronunciarse sobre los mismos en la sentencia 
judicial que modifique la capacidad de obrar. 
 
Estas reformas acogen el modelo social y el enfoque de los derechos humanos 
sobretodo en el trato de la discapacidad. Es importante destacar que los informes 
encontrados al respecto concluyen que la legislación vigente responde a los principios 
del modelo médico y al mismo tiempo acoge el modelo de sustitución en la toma de 
decisiones y que permite la limitación de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad. 
 
En el Derecho español, el concepto de capacidad jurídica presupone una actitud 
estática del sujeto, a quien, por el solo hecho de ser persona y por su dignidad como 
  
tal, el ordenamiento jurídico le enviste de una amplia capacidad jurídica, tanto en la 
esfera personal, como en la familiar o patrimonial.  
 
En el derecho español la concepción del término ―capacidad jurídica‖ parece referirse, 
de manera restringida, solo a la capacidad de goce o de derecho. 
 
A diferencia de la capacidad jurídica, la capacidad de obrar puede encontrarse sujeta 
a limitaciones. Siendo así que resulta posible distinguir entre la capacidad de obrar 
plena (que es la norma) y la capacidad de obrar limitada o restringida. La primera se 
define como la capacidad de realizar por sí mismo todo acto que interese a la esfera 
jurídica del sujeto. Se adquiere al llegar a la mayoría de edad, y comprende también 
la plena capacidad de disponer. La capacidad de obrar limitada o restringida es una 
capacidad que, respecto de la anterior, no es plena ya que ciertos actos no pueden 
ser realizados sino con la asistencia de otras personas. 
 
 
El Código Civil español en el artículo 199 dice: ―Nadie puede ser declarado incapaz, 
sino por sentencia judicial en virtud de las causas establecidas en la Ley.‖ 
 
Las causas de la incapacitación son enumeradas en el artículo que le sigue: 
enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico, que impidan a 
la persona gobernarse por sí misma. 
 
Así mismo, en la legislación española, son considerados incapacitados los menores 
de edad cuando concurra en ellos causa de incapacitación y se prevea 
razonablemente que la misma persistirá después de la mayoría de edad.  
  
  
3.2   CAPACIDAD JURÍDICA - REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA 
DEL NORTE 
 
El Common Law del Reino Unido, es un derecho en el cual no existen códigos. Los 
jueces en la aplicación del derecho se basan en otros fallos similares anteriores, que 
sentaron precedente, y reiterándose en el tiempo, han consolidado la costumbre. Para 
resolver la cuestión planteada no se recurre a una norma general sino a casos de 
naturaleza parecida y se resuelve de acuerdo a esos antecedentes. La jurisprudencia, 
como fuente de derecho cobra una enorme y primordial importancia, en este caso la 
resolución y la responsabilidad de la aplicación justa del precedente, queda en manos 
de los jueces, pasando la responsabilidad de la equidad del legislador al Juez. 
 
En la práctica, no es fácil en muchos casos, hallar el precedente que se asemeje al 
caso a resolver, y buscarlo es una tarea muy compleja por la cantidad de casos 
acumulados.  
 
En la aplicación del Common Law se parte de un razonamiento inductivo. Se estudian 
las situaciones particulares del caso en cuestión, y luego se buscan los precedentes 
dados por hechos similares. Estos precedentes son vinculantes para el Juez, pues es 
obligatorio que su sentencia se ajuste a ellos, por lo que es muy difícil cambiar 
decisiones en casos parecidos. Esta imposibilidad de apartarse de los precedentes no 
implica que el Common Law no evolucione, ya que el cambio de épocas, costumbres 
y valores lo harán de imposible aplicación, sino se adapta, agregando cada nuevo 
caso, alguna variante particular, que podrá ser incluida en resoluciones posteriores. 
 
  
En el Informe sobre capacidad jurídica presentado por el Alto Comisionado para los 
Derechos Humanos de la ONU en el Sexto Período de Sesiones del Comité Especial 
para la Convención sobre Discapacidad se abordó el análisis del término capacidad 
jurídica en el sistema del Common Law. Se destacó que en las jurisdicciones basadas 
en el Common Law, la personalidad jurídica se refiere de manera abstracta a la 
habilidad general de una persona para ser objeto de obligaciones legales. Por ello, 
todos los seres humanos tienen personalidad jurídica como personas naturales  
(ACNUDH, 2006, p 19).
 
 
 
La capacidad jurídica define las relaciones jurídicas de manera más específica, y es 
generalmente considerada como la habilidad de una persona, sea natural o jurídica, 
de asumir actos legales particulares, incluyendo la reivindicación de derechos y el 
compromiso de obligaciones.
  
 
En el Common Law, la capacidad jurídica de las personas naturales varía según el 
contexto. En lo que se refiere a normas de derechos humanos, restablecen ciertos 
derechos y remedios que pertenecen a todas las personas. Sin embargo, en otros 
campos del Derecho, las normas confieren diferentes facultades jurídicas solo a 
ciertos grupos de personas y en diferentes grados.
 
En definitiva, puede decirse que en 
el Common Law, la referencia al término Capacidad Legal (legal capacity), engloba 
tanto la capacidad de goce como la de obrar. Y esta última, puede ser restringida en 
algunas materias y grados. 
 
 La Ley sobre Capacidad Mental del 2005 del Reino Unido  (The mental capacity act 
2005), en su primera sección, enumera los principios generales en los que se basa y 
que fueron diseñados para proteger a las personas discapacitadas para tomar ciertas 
  
decisiones y así mismo, mejorar sus habilidades para tomarlas, o guiarlas hacia una 
toma de decisiones compartida.  
 
La mencionada Ley define a las personas que se considera que carecen de 
capacidad en la parte primera del artículo 2 de la siguiente manera: ―Una persona 
carece de capacidad en relación con un asunto, si al momento específico, la misma 
es incapaz de tomar una decisión por sí misma en relación con dicho asunto debido a 
una deficiencia, o disturbio en el funcionamiento de la mente o el cerebro. 
 
Es por tanto, irrelevante si la deficiencia es permanente o temporal. 
 
Principios generales  enumerados en la ley acerca de la capacidad mental:6 
 
 Se debe presumir que una persona tiene capacidad salvo que se establezca 
que la  misma carece de capacidad. 
 No se debe tratar a una persona como incapaz de tomar una decisión a menos 
que se hayan tomado todas las medidas para ayudarle y que las mismas no 
hayan tenido éxito.  
                                                          
6
 Section 1, Mental Capacity Act 2005 
1. A person must be assumed to have capacity unless it is established that they lack capacity. 
2. A person is not to be treated as unable to make a decision unless all practicable steps to help him/her 
to do so have been taken without success. 
3. A person is not to be treated as unable to make a decision merely because he makes an unwise 
decision. 
4. An act done, or decision made, under this Act for or on behalf of a person who lacks capacity must be 
done, or made, in his best interests. 
5. Before the act is done, or the decision is made, regard must be had to whether the purpose for which 
it is needed can be as effectively achieved in a way that is less restrictive of the person‘s rights and 
freedom of action. 
 
  
 No se debe tratar a una persona como incapaz de tomar una decisión 
únicamente sobre el argumento que ha tomado una decisión no adecuada. 
 Un acto realizado, o una decisión adoptada, en virtud de la presente Ley por 
parte o en representación de una persona que carece de capacidad debe ser 
siempre realizado, o adoptado en su interés superior.  
 Antes de realizar un acto, o adoptar una decisión, se debe considerar 
especialmente si el objeto para el cual es requerido puede ser efectivamente 
llevado a cabo de un modo tal que sea lo menos restrictivo de los derechos y 
libertades de la autonomía de la persona. 
 
3.3   CAPACIDAD JURÍDICA – ARGENTINA 
 
La Constitución Nacional argentina coloca a los tratados internacionales por encima 
de las leyes. Es decir, La CDPD actualmente tiene jerarquía supra legal, por lo que en 
la pirámide jerárquica está ubicada por encima del Código Civil pero por debajo del 
bloque Constitucional. 
 
El artículo 140 del Código Civil nos define que: ―Ninguna persona será habida por 
demente, para los efectos que en este Código se determinan, sin que la demencia 
sea previamente verificada y declarada por juez competente‖. Seguidamente 
encontramos de manera directa que se declaran incapaces por demencia las 
personas que por causa de enfermedades mentales no tengan aptitud para dirigir su 
persona o administrar sus bienes. Esta declaración judicial de demencia no puede 
hacerse si no es a solicitud de parte y después de un examen debido. Como 
consecuencia, cuando la demencia aparezca notoria e indudable, el juez mandará 
  
inmediatamente recaudar los bienes del demente denunciado, y entregarlos bajo 
inventario, a un curador provisorio, para que los administre. 
 
Según esta legislación, podrá inhabilitarse judicialmente: 
 
1° A quienes por embriaguez habitual o uso de estupefacientes estén expuestos a 
otorgar actos jurídicos perjudiciales a su persona o patrimonio. 
2° A los disminuidos en sus facultades cuando el juez estime que del ejercicio de su 
plena capacidad pueda resultar presumiblemente daño a su persona o patrimonio. 
3° A quienes por la prodigalidad en los actos de administración y disposición de sus 
bienes expusiesen a su familia a la pérdida del patrimonio.  
 
Serán también declarados incapaces para los actos de la vida civil, cuando la 
discapacidad sea tal que no puedan darse a entender por escrito. Esto se determinará 
por medio del examen facultativo mencionado anteriormente, donde se verificará si la 
persona puede darse a entender por escrito y si no puede expresar la voluntad de ese 
modo, entonces se procede a realizar el examen mental y en tal caso se continúa con 
el trámite de incapacitación por demencia.  
 
El Código Civil establece que para dar lugar la representación de los sordomudos, 
debe procederse como con respecto a los dementes; y después de la declaración 
oficial, debe observarse lo que queda dispuesto respecto a los dementes. La tutela se 
da, o por los padres, o por la ley, o por el juez. Se da curador al mayor de edad 
incapaz de administrar sus bienes. Se incapacita para administrar sus bienes, al 
demente aunque tenga intervalos lúcidos, y el sordomudo que no sabe leer ni escribir. 
  
3.4  SISTEMA DE ATRIBUCIÓN INDIRECTA - ESPAÑA  
 
En la legislación española se ha determinado la implementación modelo social de la 
discapacidad. La regulación vigente responde a los principios del modelo médico y 
acoge el modelo de sustitución en la toma de decisiones.  
 
En lo que respecta a la anulación del ejercicio de la capacidad jurídica y otorgársela a 
un tercero que actúe como representante de la persona con discapacidad, se debe 
limitar a situaciones plenamente excepcionales y que lo justifiquen.  
 
Es notorio el criterio legal y doctrinal de esta legislación, al señalar que las facultades 
y acciones de carácter personal y los derechos de la personalidad no se pueden 
ejercitar por representante, por tanto, la declaración de la incapacidad de obrar no 
debe afectar al ejercicio de los derechos de la personalidad, siempre y cuando la 
persona con discapacidad  cuente con las cualidades naturales para este ejercicio. 
 
El sistema español permite la limitación de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad.  (Ministerio de Sanidad y Polìtica Social - España, 2010, p 13) 
 
El Código civil español establece en su artículo 200 que: ―Son causas de 
incapacitación las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o 
psíquico que impidan a la persona gobernarse por sí misma‖ estableciendo así, el 
método de atribución indirecta de incapacidad por razón de discapacidad (Gòmez, 
2010, p 17). 
 
  
―Aunque suele señalarse que este precepto no considera la discapacidad, por sí 
misma, como causa de incapacitación tiene la intención o el efecto de incluir 
únicamente a las personas con discapacidad‖ (Idem pag. 18). Por tanto, la 
discapacidad puede traer como consecuencia la incapacitación dando lugar a los 
mecanismos de sustitución. 
 
El arto. Artículo 199. Expresa que ―Nadie puede ser declarado incapaz sino por 
sentencia judicial en virtud de las causas establecidas en la Ley‖. 
 
―El sistema de incapacitación establecido en la normativa española es un sistema 
flexible que en teoría deja en manos de juez la graduación de la capacidad 
atendiendo al grado de discernimiento de cada sujeto y la determinación de los actos 
en los que la persona precisa la asistencia‖  (Ministerio de Sanidad y Polìtica Social - 
España, 2010).  
 
Según el Informe sobre las medidas necesarias para la adaptación de la Legislación a 
la CDPD, España, 2010, se ha llevado a establecer dos grados de incapacitación:  
Total, que conlleva el sometimiento a tutela del incapacitado, entendiéndose, con 
carácter general que este queda privado de ―capacidad de obrar‖ tanto en su esfera 
patrimonial como en su esfera personal. 
 
Parcial, que conlleva el sometimiento a curatela del incapacitado, entendiéndose 
habitualmente que el curador debe asistir al incapacitado en la realización de la 
generalidad de actos de disposición de carácter patrimonial. Por lo que respecta al 
procedimiento de incapacitación, el ―presunto incapaz‖ es un mero objeto del proceso 
  
al que el juez no tiene la obligación de escuchar, artículo 759 Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 
 
De acuerdo al artículo 215 del Código Civil español, ―La guarda y protección de la 
persona y bienes o solamente de la persona o de los bienes de los menores o 
incapacitados, se realizará, en los casos que proceda, mediante: 
1. La tutela. 
2. La curatela. 
3. El defensor judicial.‖  
 
Acerca de la tutela, la ley nos explica que, las funciones tutelares constituyen un 
deber, se ejercerán en beneficio del tutelado y estarán bajo la salvaguarda de la 
autoridad judicial. Siendo así que la tutela se ejercerá bajo la vigilancia del Ministerio 
Fiscal, que actuará de oficio o a instancia de cualquier interesado. En cualquier 
momento podrá exigir del tutor que le informe sobre la situación del menor o del 
incapacitado y del estado de la administración de la tutela. 
 
El artículo 222 del Código Civil establece quienes estarán sujetos a tutela: 
1. Los menores no emancipados que no estén bajo la patria potestad. 
2. Los incapacitados, cuando la sentencia lo haya establecido.  
3. Los sujetos a la patria potestad prorrogada, al cesar ésta, salvo que proceda la 
curatela. 
4. Los menores que se hallen en situación de desamparo.  
  
 
Respecto a la Curatela el Código Civil español denota que están sujetos a curatela: 
 
1. Los emancipados cuyos padres fallecieren o quedaran impedidos para el ejercicio 
de la asistencia prevenida por la Ley. 
2. Los que obtuvieren el beneficio de la mayor edad. 
3. Los declarados pródigos. 
Según la Ley, la curatela procede para las personas a quienes la sentencia de 
incapacitación o, en su caso, la resolución judicial que la modifique coloquen bajo esta 
forma de protección en atención a su grado de discernimiento. 
 
De acuerdo con las características del modelo de sustitución antes señaladas, el 
sistema español sólo contiene previsiones específicas en relación con actos de 
carácter patrimonial, generando desprotección en otras esferas en las que las 
personas ―incapacitadas‖, o bien también pueden ser sustituidas, o bien al no 
establecerse la intervención de un tercero carecen de posibilidades de participación y 
permite la sustitución en relación con derechos personalísimos  (Cuenca Gòmez, 
2010 p 18). 
 
3.5   MODELO DE PROMOCIÓN DE AUTONOMÍA - INGLATERRA  
 
Con la aplicación de este modelo se da un paso más hacia la promoción de la 
autonomía. Lo cual no supone que se ajusten totalmente a lo estipulado en el artículo 
12 de la Convención. 
  
 
En la ley acerca de la capacidad mental de Inglaterra 2005 (The mental capacity act, 
2005), se determina que la falta de capacidad no puede ser establecida por simple 
referencia a: 
La edad o apariencia de la persona, o 
El comportamiento o su aspecto que pueda llevar a otros a conclusiones injustificadas 
sobre su discapacidad. 
En los procedimientos en virtud de la presente Ley, toda incertidumbre sobre si una 
persona tiene o no capacidad debe ser decidida sobre un balance de probabilidades. 
 
Es importante notar que por ser el Derecho Anglosajón un derecho no escrito, no se 
encuentran definidas las formas de incapacitación o las medidas para promover la 
autonomía.  
 
La parte Primera de la Ley acerca de la capacidad mental del 2005, define a las 
personas con discapacidad, ya como referíamos anteriormente. Contiene una serie de 
principios y puntos que deben ser tomados en cuenta para el mejor interés de la 
persona.  Se trata de la confianza que pueda existir entre las acciones y el tratamiento 
de la persona con discapacidad para poder consentir o tomar decisiones. Aquí mismo 
se establece un nuevo estatuto para ser incluido en los poderes de representación 
que tenga que ver con el bienestar personal en lo que respecta a los cuidados de la 
salud.  
 
En esta Primera parte también se establece un sistema para proporcionar defensores 
independientes para las personas especialmente vulnerables y crea códigos de 
  
práctica para dar orientación sobre la legislación y se establece un nuevo delito de 
abandono o malos tratos. Todo lo dicho, hecho o decidido bajo esta ley, en pro de una 
persona con discapacidad, debe ser siempre anteponiendo su bienestar personal y 
este principio se expande en la Sección Cuatro de la Ley a la que nos referimos al 
establecer un principio de opciones menos restrictivas, el cual también debe ser 
siempre considerado; la persona que toma la decisión debe pensar antes si es posible 
decidir o actuar de manera que se interfiera o afecte lo menos posible los derechos y 
libertades de la persona discapacitada. 
 
Esta Ley requiere de medidas ejecutables para ayudar a la persona con discapacidad, 
lo cual puede incluir desde el asegurarse que la persona se encuentre en un ambiente 
adecuado en el cual se sienta y desenvuelva cómodamente hasta el relacionarse con 
un experto que le pueda guiar para encontrar la manera de expresar sus decisiones o 
puntos de vista. 
 
Cuatro razones son definidas en esta Ley en sus distintas secciones, que le dan a la 
persona la incapacidad para tomar decisiones por sí misma:   
 Para tomar una decisión la persona debe primero, comprender la información 
relevante consecuencia de su decisión. 
 La incapacidad no puede ser determinada sin haberse presentado a la persona 
toda la información relevante en una forma apropiada para su comprensión y 
respecto a sus circunstancias personales. La persona debe ser capaz de 
retener la información brindada, el tiempo suficiente como para tomar una 
decisión.  
  
 La persona debe estar en capacidad de poder usar esa información para llegar 
a una conclusión. Según esta ley, si la persono no se apega a ninguno de 
estos tres aspectos, no es apta para tomar sus propias decisiones. 
 Otra de las secciones de esta ley provee la cuarta situación. La persona no es 
capaz de tomar la decisión si no puede comunicarla o hacerla de manifiesto 
bajo ninguna circunstancia. Esta situación no es la más común. Cualquier 
medida que pueda implementarse para poder establecer comunicación y 
resulte eficaz aún sea el parpadeo de los ojos excluye al individuo de esta 
categoría. 
 
3.6   SISTEMA DE ATRIBUCIÓN DIRECTA - ARGENTINA  
 
Actualmente en Argentina, opera un cambio de paradigma en la materia, desde el 
modelo de sustitución en la toma de decisiones, legislado tradicionalmente en la 
Argentina, hacia otro  denominado modelo de asistencia en la toma de decisiones. 
 
El Código Civil argentino en el artículo 52 recita: “Las personas de existencia visible 
son capaces de adquirir derechos o contraer obligaciones. Se reputan tales todos los 
que en este código no están expresamente declarados incapaces‖. 
 
Se declara explícitamente en el artículo 54 del mismo Código que: Tienen incapacidad 
absoluta: 
1° Las personas por nacer; 
2° Los menores impúberes; 
  
3° Los dementes; 
4° Los sordomudos que no saben darse a entender por escrito; 
 
En el régimen argentino coexisten los sistemas de representación y de asistencia, los 
que responden al grado de insolvencia psíquica de aquel a quien están destinados. 
Por el sistema de la representación, el que ha sido declarado incapaz no ejerce por sí 
sus prerrogativas jurídicas, sino que ellas son articuladas por su representante legal 
en todos los actos jurídicos que aquél deba otorgar.  
 
El representante actúa por su sola iniciativa y sin concurso de la voluntad del 
demente, quien bajo este sistema queda en la más completa pasividad, siendo 
reemplazado por aquél en el manejo de sus intereses.  
 
En la asistencia, el asistido sí ejerce personalmente sus derechos, pero la voluntad 
jurídica relevante para el otorgamiento de un acto jurídico, se integra con la de su 
asistente, quien expresa su asentimiento para la realización del acto. Mientras que la 
representación prescinde de la voluntad del sujeto representado, la asistencia da 
lugar a una actividad compleja cuyo elemento voluntario está integrado por la voluntad 
del titular de los derechos ejercidos, completada por la voluntad de la persona que 
desempeña la función de contralor. Dicho modelo ha sido adoptado por la CDPD, que 
reconoce a todas las personas su derecho a participar plena y efectivamente en la 
sociedad, en igualdad con las demás lo que refleja el cambio de paradigma en esta 
legislación. 
 
  
El replanteo de la temática se hace a través de la definición de la capacidad, es decir, 
la  persona que sufre una dolencia mental, no importa el grado, sigue siendo capaz 
por el sólo hecho de ser persona.  
 
Una sentencia judicial establecerá el plazo por el cual requerirá de un apoyo o sostén 
para realizar ciertos actos bajo pena de ser declarados nulos si le resultaren 
perjudiciales. Vencido dicho plazo, la sentencia en su alcance y modalidad deberá ser 
revisada para adaptarla a las nuevas circunstancias o dejarla sin efecto si fuere el 
caso.  
 
Por otra parte, este sistema contribuye a que la persona siga ejercitando el uso de sus 
capacidades conservadas y evita la perezosa actitud de que lo haga todo un curador 
representante en su lugar, lo que al final de cuenta no hace más que agravar su 
cuadro y socavar su dignidad al inutilizarlo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
CAPÍTULO 4  
ANÁLISIS DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 12 DE LA 
CDPD EN LA LEGISLACIÓN NICARAGÜENSE.  
 
 
En este Capítulo se pretende hacer una revisión y análisis de la legislación civil y 
penal que tenga elementos de capacidad jurídica a la luz de los derechos reconocidos 
en el artículo 12 de la CDPD.  Se abordará también la Ley No. 202, Ley de 
Prevención, Rehabilitación y Equiparación de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad por tratarse de la ley de protección específica vigente.   
 
4.1  EL TEMA DE LA DISCAPACIDAD EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA (CN)  
 
La Constitución Política de Nicaragua en el artículo 4 establece que todas las 
personas son iguales ante la Ley  y tienen derecho a igual protección, que no habrá 
discriminación por motivo de nacimiento, nacionalidad, credo político, raza, sexo, 
idioma, religión, opinión, origen, posición económica  o condición social. Igualmente, 
en el artículo 27 se establece la protección de todos los  nicaragüenses contra toda 
forma de explotación, discriminación y exclusión.  No menciona expresamente que las 
personas con Discapacidad, gozan de estos derechos. 
  
En la Constitución Política se consagran 2 artículos específicos para las personas con 
discapacidad, el 56 y el 62. Estos artículos establecen que el Estado prestará 
atención especial en todos sus programas a los discapacitados y los familiares de 
caídos y víctimas de guerra en general, así como el establecimiento de programas en 
  
beneficio de los discapacitados para su rehabilitación física, psicosocial y profesional 
y para su ubicación laboral.    
 
Por lo que se refiere a la protección de la niñez, el artículo 71Cn, preceptúa que la 
niñez goza de protección especial y de todos los derechos que su condición requiere, 
otorgándole plena vigencia a la Convención Internacional de los Derechos del Niño y 
Niña. 
 
4.2   LA DISCAPACIDAD Y LA CAPACIDAD JURÍDICA EN LEGISLACIÓN CIVIL 
 
De acuerdo con el Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos del año 2009, en el ámbito del derecho civil, las leyes que 
regulan la incapacitación y la tutela deben ser una esfera prioritaria del examen y la 
reforma de las leyes.  En muchos países la legislación en vigor permite declarar 
incapaz a una persona por deficiencia mental, intelectual o sensorial y atribuir a un 
tutor la capacidad jurídica para actuar en su nombre.  Toda ley que prevea que la 
existencia de una discapacidad es motivo directo o indirecto para declarar la 
incapacidad jurídica entra en conflicto con el reconocimiento de la capacidad jurídica 
de las personas con discapacidad consagrado en el párrafo 2 del artículo 12 de la 
CDPD. Además de derogar las normas que violan el deber de los Estados de respetar 
el derecho humano a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, es 
igualmente importante que se adopten medidas que protejan y hagan efectivo ese 
derecho, de conformidad con los párrafos 3, 4 y 5 del artículo 12.  Esto incluye lo 
siguiente: el reconocimiento jurídico del derecho de las personas con discapacidad a 
la autonomía; a disponer de medios alternativos y aumentativos de comunicación; a la 
adopción de decisiones asistida, entendida como el proceso por el que una persona 
con discapacidad está habilitada para adoptar y comunicar decisiones con respecto a 
  
cuestiones personales o jurídicas; y el establecimiento de normas que precisen las 
facultades de quienes prestan el apoyo y su responsabilidad.  (ACNUDH,  2009, pàg 
16). 
 
4.2.1  Código Civil (C) 
 
El Código Civil de la República de Nicaragua hace referencia al tema de la 
discapacidad desde el punto de vista de la capacidad legal de las personas con ciertos 
tipos de discapacidad.   Es necesario recordar que el Código data de 1904 y que la 
terminología utilizada y el tratamiento de la discapacidad es un reflejo de la concepción 
y actitud imperante en esa época.    
 
Si bien el Código ha sufrido diferentes reformas a lo largo de su existencia, este no ha 
sido el caso en el tema de discapacidad puesto que no se ha adecuado a las 
Convenciones Internacionales ratificadas por Nicaragua, por lo que aún persisten 
jurídicamente aquellas normas que violentan los derechos de las personas con 
discapacidad. 
 
El artículo 6 C establece que ―Las personas de existencia visible son capaces de 
adquirir derechos y contraer obligaciones. Les son permitidos todos los actos y todos 
los derechos que no les fueren expresamente prohibidos, independientemente de su 
capacidad política‖. El  Código Civil establece dos tipos de incapacidades, la absoluta y 
la relativa que están reguladas respectivamente en los artículos 7 y 8 C.  Es menester 
en este caso, ocuparnos de la incapacidad absoluta.  De conformidad con el artículo 7, 
incisos 3 y 4  son absolutamente incapaces los dementes y los sordomudos que no 
  
pueden darse a o entender por escrito, pudiendo adquirir derechos y contraer 
obligaciones solamente a través de un representante como lo establece el artículo 10 C. 
 
El Código brinda una limitada protección a estas personas al establecer en el artículo 
330 C  que ninguna persona será tenida por demente, sin que la demencia sea 
previamente verificada y declarada por el Juez con pleno conocimiento de causa y 
después de un correspondiente examen de facultativos, y se declararán dementes los 
individuos de uno y otro sexo que se hallen en estado habitual de manía o locura, 
demencia o imbecilidad, aunque tengan lúcidos intervalos, o la manía sea parcial (331 
C). La declaración de demencia puede ser pedida por el cónyuge, los parientes del 
demente, el Ministerio Público o cualquier persona si el individuo presenta un estado de 
furor. Interpuesta la solicitud de declaratoria de demencia se nombrará un guardador 
especial que represente a la persona hasta que se pronuncie la sentencia del Juez (334 
C).  
 
El artículo 363 C establece la guarda para ―los sordomudos y ciegos que no tengan la 
necesaria inteligencia para administrar sus bienes‖ agregando en el artículo 364 C que 
―la extensión y límites de esta guarda se especificarán en la sentencia que la 
estableciere conforme el grado de incapacidad del sordomudo y ciego de nacimiento‖. 
Conforme al artículo 365 C,  las mismas disposiciones establecidas para la guarda del 
demente rigen para la guarda de los sordomudos y ciegos. 
 
El contenido de este articulado coloca en una situación de especial vulnerabilidad por 
lo que se refiere a ejercicio de derechos a las personas con discapacidad cognitiva, 
psicosocial y sensorial. 
 
  
4.2.2   Relaciones entre Padre, Madre e Hijo 
 
En materia civil referido a la discapacidad también se toca el tema de la Patria 
Potestad, que conforme a lo dispuesto por el artículo 15 del Decreto No. 1065, Ley 
Reguladora de las Relaciones entre Padre, Madre, Hijo, en toda la legislación vigente 
donde se lea ―Patria Potestad‖ deberá entenderse ―Relaciones entre Padre, Madre e 
Hijo‖.  La patria potestad es la competencia que tienen los padres de dirigir a sus hijos, 
según lo establecido por la ley en el artículo 244 del Código Civil, así como protegerlos 
y administrar sus bienes. El artículo 268 C establece la suspensión de ésta por 
incapacidad del padre o de la madre cuando haya sido reconocida judicialmente. 
 
4.2.3  La guarda 
 
El numeral V, inciso 7 del Título Preliminar del Código Civil establece que ―los 
guardadores, válidamente constituidos bajo una legislación anterior, seguirán ejer-
ciendo sus cargos en conformidad a la legislación posterior, aunque según ésta 
hubieran sido incapaces de asumirlos; pero en cuanto a sus funciones y a las incapa-
cidades o excusas supervinientes, estarán sujetos a la legislación posterior‖. 
 
El artículo 299 C y  siguientes, delimita qué personas están sujetas a la guarda.  Entre 
éstos, en el inciso segundo encontramos a los locos, imbéciles o dementes, aunque 
tengan intervalos lúcidos, el inciso siguiente incluye a los sordomudos y ciegos que no 
tengan la necesaria inteligencia para administrar sus propios bienes. 
 
 
  
4.2.4  Declaración de demencia y la guarda 
 
El artículo 337 C dispone que cuando la demencia es indubitable, el juez mandará 
inmediatamente recaudar los bienes del demente y entregarlos bajo inventario a un 
guardador provisional, para que los administre. 
 
En adelante, en el mismo código se explica esta figura y sus implicaciones. La 
incapacidad cesará cuando el demente se restablezca completamente y tendrá lugar 
solo después de un nuevo examen de sanidad hecho por facultativos, y después de la 
declaración judicial con audiencia del Ministerio Público. Cabe aclarar que esta 
sentencia solo tiene carácter de cosa juzgada en el juicio civil pero no en un juicio 
penal, no para excluir una imputación de delitos o faltas. Tampoco constituye cosa 
juzgada en el juicio civil cualquier sentencia ejecutoriada en un juicio criminal en que se 
hubiere desechado la acusación por motivo de la demencia del acusado. 
 
Como guardadores del demente, el Código Civil nombra al cónyuge no divorciado, 
descendientes legítimos, descendientes ilegítimos, ascendientes legítimos, 
ascendientes ilegítimos, colaterales legítimos hasta el tercer grado,  hermanos 
ilegítimos siendo el juez el que en cada caso elija a la persona más idónea para ejercer 
el cargo.  
 
Si se comprobase por medio de examen de facultativos que el individuo no puede 
administrar sus bienes, también se le designará un guarda en este sentido. La 
extensión y límites de esta guarda se especificarán en la sentencia que la estableciere 
conforme el grado de incapacidad, la cual según el Código Civil sería atribuida al 
sordomudo y ciego de nacimiento. 
  
A raíz de la sentencia de interdicción por discapacidad, serán nulos de derecho todos 
los actos celebrados por el incapacitado desde el día en que la sentencia se publique. 
Los celebrados antes de ésta, solo pueden ser anulados consecuentemente a la prueba 
de que en ese tiempo ya existía y era notoria la causa de esta interdicción.   
 
El artículo 455 C establece que el incapacitado no puede ser privado de su libertad 
personal, ni detenido en una casa particular ni establecimiento público cualquiera que 
sea su naturaleza, ni ser trasladado fuera de su respectiva localidad o de la República, 
sin que preceda autorización judicial, dictada con audiencia del Ministerio Público.   
 
El demente cuyo estado no sea bastante grave para dar lugar a la interdicción, podrá 
ser declarado por el Juez inhábil para comparecer en juicio, hacer transacciones, tomar 
a préstamo, recibir capitales, dar recibos, vender, hipotecar sus bienes y ejecutar otros 
actos que excedan de la simple administración, sin la asistencia de un guardador que 
será nombrado por el mismo Juez. 
 
El inhabilitado tiene la posibilidad de anular los actos realizados por el mismo cuando 
no contó con la asistencia del guardador. La inhabilitación, será revocada cuando cese 
la causa por la cual fue declarada, como en el caso de la revocatoria de interdicción. 
 
Respecto al oficio de guardador,  el Código Civil determina  como incapaces para 
realizar este cargo: los ciegos, los mudos, los locos, imbéciles y dementes, aunque no 
estén bajo interdicción, entre otros. La demencia, locura o imbecilidad del guardador, 
provocará la nulidad todos los actos que durante la guarda hubiere ejecutado, aunque 
no haya sido puesto en interdicción.  
  
4.2.5  Capacidad para contraer matrimonio 
 
El tema de la capacidad jurídica está contemplado también en los artículos del Código 
Civil relativos al matrimonio, en este sentido de acuerdo al Título II, Capítulo II, artículo 
111 se determinan los impedimentos relativos para contraer  matrimonio; en los incisos 
2 y 4 encontramos que estos corresponden al loco o cualquier persona que padezca 
incapacidad mental al celebrar el matrimonio, así como al individuo con impotencia 
física, patente, perpetua e incurable, imposible para el concúbito, y anterior al 
matrimonio.  
 
En los artículos siguientes  se establece que el matrimonio celebrado a pesar de 
impedimentos relativos se podrá anular solamente a pedimento de parte interesada. Y 
será revalidado sin necesidad de declaración expresa  el matrimonio contraído por el 
loco o demente por el hecho de continuar unidos los contrayentes un mes después de 
descubiertos los vicios. El del impotente queda revalidado cuando transcurre un año sin 
que la nulidad sea reclamada y solamente por ese tiempo podrá ser alegada por el otro 
cónyuge.  
 
4.2.6   De la capacidad para adquirir 
 
Sobre la capacidad de adquirir el inciso 5 del artículo 12 del CDPD, sin dejar lugar a 
dudas, establece que los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean 
pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad, 
en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, 
controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones 
a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán 
  
por que las personas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera 
arbitraria. 
 
Nuestra legislación, en lo que se refiere a la capacidad de adquirir, establece que   las 
personas consideradas como incapaces están en posibilidad de ejercer sus derechos 
por medio de un legítimo representante, según el artículo 871 C. La prescripción 
negativa aprovecha a todos, aun a los que por sí mismos y según la ley, no pueden 
obligarse. 
 
La capacidad para adquirir una sucesión debe tenerse al momento en que la asignación 
se defiere, conforme lo establece el artículo 943 C, por su parte el artículo 944 
establece que no es hábil para testar el que se halle bajo interdicción por causa de 
demencia y el que de palabra o por escrito no pueda expresar su voluntad claramente. 
Es nulo el testamento otorgado en cualquiera de estos estados. Y por el contrario, el 
testamento válido no deja de serlo por el hecho de sobrevenir después alguna de estas 
causas de inhabilidad.  De acuerdo al artículo 1169 C, las incapacidades de recibir 
herencias y legados se extienden también a las donaciones entre vivos.  
 
Cabe tener en cuenta también el numeral V inciso 15 del Título Preliminar del Código 
Civil el cual establece que: 
 
―Las solemnidades externas de los testamentos, se regirán por la ley coetánea a su 
otorgamiento; pero las disposiciones contenidas en ellos estarán subordinadas a la ley 
vigente en la época de la muerte del testador.   
 
  
En consecuencia, si las leyes vigentes al tiempo de otorgarse el testamento, no permi-
tían la libre testamentación activa, y las que rigen a la época en que fallezca el testador, 
la establecieren, se sujetarán a éstas las disposiciones comprendidas en dicho testa-
mento.   
 
De la misma manera, prevalecerán sobre las leyes anteriores al fallecimiento del tes-
tador, las que reglan la incapacidad o indignidad de los herederos o asignatarios y la 
porción conyugal.‖ 
 
4.2.7  En relación a la Posesión 
 
El Código Civil determina que pueden adquirir la posesión todos los que tengan uso de 
razón, y aun los que carezcan de éste en las cosas que puedan ocuparse libremente. 
Para con las cosas apropiadas, pueden los que carezcan de uso de razón llegar a 
poseer por medio de las personas que legalmente los representan. 
 
4.2.8   De las Obligaciones 
 
En el tema de las obligaciones,  el artículo 1833 C  establece que la capacidad para 
obligarse se presume siempre, mientras no se prueben los hechos o circunstancias por 
los cuales niegue la ley esa capacidad. 
 
En los artículos 1839 y 1840 se definen las obligaciones civiles como aquellas que dan 
derecho para exigir su cumplimiento. Las obligaciones naturales no confieren derechos 
para exigir su cumplimiento; pero cumplidas, autorizan para retener lo que se ha recibido 
  
en razón de ellas.  Tales son,  según el artículo 1840, numeral 1 las contraídas por 
personas que teniendo suficiente juicio y discernimiento, son sin embargo incapaces de 
obligarse.  
 
4.2.9  De los contratos 
 
En los actos y contratos hay nulidad absoluta cuando se ejecutan o se celebran por 
personas absolutamente incapaces según el Artículo. 2201 y 2202 C. Hay nulidad 
relativa y acción para rescindir los actos o contratos cuando se ejecutan entre personas 
relativamente incapaces, en el ámbito de la compraventa, el plazo de tres años fijado en 
el artículo 2667 para la prescripción de la retroventa y reventa, corre contra toda clase 
de persona, aunque sean incapaces, y pasado este término se extingue el derecho del 
vendedor para resolver la venta, y el comprador queda propietario irrevocable. 
 
4.2.10  Del Depósito  
 
El Código Civil a partir del artículo 3449 define el depósito, estableciendo que pueden 
dar en depósito todos los que pueden contratar. La incapacidad de uno de los contra-
tantes no exime al otro de las obligaciones a que están sujetos el que deposita y el 
depositario. El incapaz que acepta el depósito puede al ser demandado por daños y 
perjuicios, oponer como excepción la nulidad del contrato; pero no podrá eximirse de 
restituir la cosa depositada, si se conserva aún en su poder, o el provecho que hubiere 
recibido de su enajenación. Si la incapacidad no es absoluta,  podrá el depositario ser 
condenado al pago de daños y perjuicios, si hubiere procedido con dolo o mala fe.  
 
  
4.2.11  Hipoteca 
 
La hipoteca se aborda a partir del artículo 3771 C en adelante. Los que no pueden 
válidamente obligarse, no pueden hipotecar sus bienes; pero la hipoteca constituida por 
un incapaz puede ser ratificada o confirmada con efecto retroactivo, cesando la incapaci-
dad. El requisito para constituir la hipoteca, es ser propietario del inmueble y tener la 
capacidad de enajenar bienes inmuebles. 
 
4.3   CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL (PR) 
 
El Código de Procedimiento Civil establece el modo de proceder en el juicio de 
interdicción del demente, del sordomudo, del ciego y de los ebrios, así como lo 
relativo a los incapacitados en la forma que se describe a continuación. 
 
A partir del Artículo 592 Pr se habla de la guarda de los incapacitados. Al ser 
declarada debidamente y por sentencia una persona como discapacitada para 
administrar sus bienes, el Juez competente a cuyo conocimiento ésta llegue,  le 
nombrará guardador basándose en las personas determinadas para ejercer esta 
función en el Código Civil en el artículo.342, que son: su cónyuge no divorciado, sus 
descendientes legítimos, sus descendientes ilegítimos, sus ascendientes legítimos, sus 
ascendientes ilegítimos, sus colaterales legítimos hasta el tercer grado, sus hermanos 
ilegítimos. 
 
 
 
  
4.3.1  De la Guarda de los Incapacitados 
 
En el nombramiento y discernimiento del cargo de guardador para los bienes y 
excusas de estos cargos será Juez competente el del domicilio del padre o el de la 
madre cuya muerte ocasionare el nombramiento, y en su defecto, el del domicilio del 
menor o incapacitado, ó el de cualquier lugar en que tuviese bienes inmuebles. 
 
En el nombramiento de guardadores para pleito, será competente el juez del lugar en 
que los menores o incapacitados tengan su domicilio o el del lugar en que necesitaren 
comparecer en juicio. 
 
Cuando un mayor inhábil por causa de demencia, locura o imbecilidad, que no 
hubiere sido declarado por sentencia firme, tenga que entrar en juicio como actor o 
demandado, se acreditará sumariamente su incapacidad ante el Juez que va a 
conocer del asunto principal, en un antejuicio, con audiencia del Ministerio Público y 
oyéndose el dictamen de facultativo o del respectivo Médico Forense, y se le 
nombrará un guardador especial, reservándose para después el juicio formal de 
interdicción. 
 
Del mismo modo se procederá si en el curso del expediente sobrevinieren las 
incapacidades indicadas; pero en este caso se formará incidente dentro del juicio 
principal, cualquiera que sea la instancia que tenga, el cual juicio quedará en 
suspenso mientras se resuelve por sentencia firme el incidente. 
 
  
4.3.2   Modo de proceder en el Juicio de Interdicción del demente, del 
sordomudo, del ciego y de los ebrios 
 
La demanda de interdicción en los casos de los capítulos VII, Guarda de los 
dementes; VIII, Guarda de los sordomudos y ciegos y IX, Guarda de los Ebrios, Título 
V, Libro I del Código Civil, se propondrá ante el competente Juez de lo Civil del 
Distrito, enunciando los hechos en que aquella se funda. Según el artículo 1590 y 
siguientes del Pr el Juez procederá en juicio sumario de hecho con intervención, como 
partes indispensables, de un guardador especial, que nombrará de previo, y del 
Representante del Ministerio Público.  
 
Por su parte el artículo 1591 establece que decretada ejecutoriamente la interdicción, 
se procederá al nombramiento de guardador  conforme a las reglas establecidas en el 
Libro II de este Código, cesando en sus funciones el guardador  provisional, si lo 
hubiere, quien, rendirá cuenta al nuevo guardador, si él mismo no lo fuere.   
 
Analizado lo anterior podemos decir entonces que la legislación nicaragüense, en 
materia civil, sigue entonces el modelo tradicional de sustitución en la toma de 
decisiones por medio de la declaración de incapacidad  y nombramiento de guardador 
en lugar del modelo centrado en los apoyos y en las potencialidades de la persona 
con discapacidad. 
 
 
 
 
  
 
4.4  EN MATERIA NOTARIAL 
 
Dentro de los requisitos para ejercer la profesión notarial se establece en  el artículo 11 
de la Ley Notarial, entre otros, que estarán legalmente impedidos para ejercer el 
Notariado: el sordo absoluto, el mudo, el ciego y el incapaz de administrar sus bienes. 
 
Más adelante, en lo que conlleva las obligaciones del notario,  encontramos en el 
artículo 28 que debe hacer conocer a los interesados el valor y trascendencia legal que 
tengan las renuncias que en concreto hagan o las cláusulas que envuelvan renuncias o 
estipulaciones implícitas. 
 
No podrá procederse a extender un instrumento cuando las partes no tengan capacidad 
legal para obligarse o no estén competentemente autorizadas para el efecto, pena de 
nulidad. Tampoco podrá otorgarse instrumento alguno sin estar presentes las partes o 
sus procuradores o representantes legales, bajo la misma pena.  
 
El artículo 43 establece la prohibición, entre otras, de autorizar contratos de personas 
incapaces de contratar según el Código Civil.  
 
Es menester mencionar que en el informe del Consejo de Ministros de España sobre 
las medidas para la adaptación de la legislación española a la CDPD (2010, p 20) se 
expresa lo siguiente sobre el impedimento para ejercer el Notariado: El término 
incapacidad es un concepto en permanente evolución que, unido a las políticas y 
programas sobre igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, 
  
exigirá una actualización permanente de las normas reglamentarias a efectos de 
determinar la discapacidad concreta que imposibilite el ejercicio del cargo de Notario; 
actualización que deberá efectuarse conforme a los principios generales de la 
Convención enunciados en su artículo 3, concretamente, respecto a la no 
discriminación, la participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad y la 
igualdad de oportunidades.   
 
4.5  EN MATERIA PENAL 
 
En el ámbito del derecho penal, el reconocimiento de la capacidad jurídica de las 
personas con discapacidad lleva a suprimir la circunstancia eximente de la 
responsabilidad penal constituida por la discapacidad mental o intelectual.  Por 
consiguiente, al examinar el elemento subjetivo del delito, se debe prescindir de la 
discapacidad y atender a la situación concreta del autor.  (ACNUDH 2009, Pàg 16). 
 
4.5.1  Código Penal 
 
En las Disposiciones Generales del Código Penal,  artículo 40 ―Personas incapaces o 
con problemas de discapacidad‖, establece que ―a los efectos de este Código se 
considera incapaz a toda persona, haya sido o no declarada su incapacitación, que 
padezca una enfermedad de carácter persistente que le impida gobernar por sí misma 
su persona o bienes‖, definición que es en sí misma discriminatoria.  
 
El tratamiento de la discapacidad en el Código Penal se da desde diferentes ángulos, 
como eximente, atenuante y agravante. 
  
 
Como eximente según el artículo 34, incisos 1 y 2, que explica que se exime de 
responsabilidad penal quien al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de 
cualquier alteración psíquica permanente o transitoria, no pueda comprender la ilicitud 
del hecho o actuar conforme a esa comprensión. El trastorno mental transitorio no 
eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el propósito de 
cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión. Y quien al cometer la 
infracción penal se halle en estado de perturbación que le impida apreciar y 
comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión, siempre que el 
estado de perturbación no haya sido buscado con el propósito de cometer un delito o 
hubiera previsto o debido prever su comisión. 
 
En lo que corresponde a las circunstancias atenuantes de la responsabilidad, según 
nos señala el Código Penal en el artículo 35, incisos 1 y 2 cuando se produce 
cualquiera de  las causas eximentes mencionadas en el párrafo anterior y a la vez no 
concurran todos los requisitos necesarios para eximir de responsabilidad penal en sus 
respectivos casos. Y cuando hay una disminución psíquica por perturbación siempre y 
cuando la eximente de que el estado de perturbación no haya sido buscado con el 
propósito de cometer el delito no acompañe la acción.  
 
Como agravante, determinado así en el Código Penal, artículo 36 cuando hay 
discriminación, entre otros, por motivo de discapacidad, de la víctima.  
 
En el artículo 315 P de los ―Delitos contra los Derechos Laborales‖ está tipificado el 
delito de discriminación en el empleo, entre otros, por motivo de discapacidad, 
  
estableciéndose pena de  prisión de seis meses a un año y de noventa a ciento 
cincuenta días de multa. 
 
Debemos destacar también la tipificación del delito de discriminación y promoción de 
la discriminación, artículos 427 y 428, respectivamente, entre los ―Delitos contra los 
Derechos y Garantías Constitucionales‖, estableciéndose pena de prisión de seis 
meses a un año o de trescientos a seiscientos días multa.  
 
El Código Penal de Nicaragua, confiere además protección jurídica a las personas 
con discapacidad  estableciendo como agravante cuando sean víctimas de los delitos 
establecidos en los artículos 155, 161, 169, 172, 180, 182.  
 
4.5.2  Procesal Penal 
 
El inciso 6 del Artículo 43 del Código Procesal Penal que establece los requisitos para 
participar como jurado en el que encontramos el no estar afectado por discapacidad 
física o psíquica que impida el desempeño de la función.  
 
La intervención de oficio según el artículo 54 del Código Procesal Penal se da en los 
delitos de acción pública a instancia particular, si la víctima es menor de dieciocho 
años de edad, incapaz o carece de representante legal. 
 
En cuanto a la capacidad del acusado en el artículo 97 donde se establece que en 
cualquier estado del proceso, cuando existan elementos de prueba que permitan 
establecer que, al momento de los hechos, el acusado presentaba un estado 
  
sobreviniente de alteración psíquica, de perturbación o alteración de la percepción del 
acusado, que impida su participación en el proceso provocará su suspensión hasta 
que desaparezca esa incapacidad. Sin embargo, no impedirá la investigación del 
hecho ni la continuación del proceso respecto de otros acusados. La incapacidad sólo 
podrá ser declarada con fundamento en dictamen de médico forense rendido en 
audiencia pública ante el juez, con participación de las partes y, de ser el caso, se 
decretará la medida cautelar que corresponda. 
 
De conformidad con el artículo 119, los actos procesales deberán realizarse en el 
idioma español y deberá proveerse de intérprete a las personas que no comprendan 
el idioma del tribunal, así como a los mudos o sordomudos y a quienes tengan 
cualquier otro impedimento para darse a entender. En estos últimos casos, el 
intérprete será escogido con preferencia entre aquellas personas habituadas a tratar 
al deponente. 
 
En el proceso, si el acusado o su defensor pretende alegar que en el momento del 
delito aquél se hallaba en un estado de alteración psíquica permanente, de 
perturbación o de alteración de la percepción, circunstancias eximentes de la 
responsabilidad penal conforme el Código Penal. El artículo 205 del Código Procesal 
Penal establece que se hará saber su intención al Ministerio Público y a las otras 
partes. Esta comunicación se hará durante el período de intercambio de pruebas. 
 
El juez ordenará la práctica de una evaluación psiquiátrica por el médico forense 
designado por el Instituto de Medicina Legal. Ninguna conversación entre el médico 
forense y el acusado podrá ser presentada como prueba en el Juicio, excepto para 
establecer la existencia de la exime invocada. Si este requisito de comunicación no se 
  
cumple o si el acusado rehúsa someterse a la prueba requerida por el juez, el tribunal 
podrá excluir cualquier prueba al respecto. 
 
Si debido a su estado, el acusado no puede comportarse adecuadamente durante el 
Juicio o pone en peligro la seguridad de los presentes, éste se podrá realizar sin su 
presencia. En este caso será representado en todas las diligencias del proceso, 
incluido el Juicio, por su defensor, sin perjuicio de la representación que pueda 
ostentar su guardador. 
 
 4.6  LEYES ESPECÍFICAS DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 
 
Además de las leyes abordadas en este acápite, el Estado de Nicaragua ha aprobado 
otras leyes específicas que protegen los derechos de las personas con discapacidad7, 
pero no serán objeto de análisis en este trabajo porque no tratan el tema objeto de 
estudio, la capacidad jurídica de las personas con discapacidad. Se hace una 
excepción con la Ley 202, Ley de prevención,  rehabilitación y equiparación de 
oportunidades para las personas con discapacidad, pues aunque no tiene un  capítulo 
de derechos civiles y políticos y está enfocada principalmente en la prevención y 
rehabilitación, se trata de la ley vigente que brinda la protección más amplia a las 
personas con discapacidad. 
                                                          
7
 Ley No. 119, Ley que Concede Beneficios a las Víctimas de Guerra,  aprobada el 17 de Diciembre 
1990, publicada en La Gaceta No. 2 del 03 de Enero de 1991; Ley No. 545, Ley de Condonación de 
Adeudos a los Discapacitados de Guerra del Ejército de Nicaragua, Ministerio de Gobernación y la ex 
Resistencia Nicaragüense con el Banco de la Vivienda en Liquidación, Bavinic, aprobada el 28 de Junio 
del 2005, publicada en La Gaceta No. 192 del 04 de Octubre del 2006; Ley No. 613, Ley de Protección 
y Seguridad a las Personas dedicadas a la Actividad de Buceo, aprobada el 07 de Febrero del 2007, 
publicada en La Gaceta No. 12 del 17 de Enero del 2008; Ley No. 675, Ley del Lenguaje de Señas 
Nicaragüense,  aprobada el 12 de Febrero de 2009, publicada en La Gaceta No.75 del 24 de Abril de 
2009. 
  
   
4.6.1  Ley No. 202, Ley de prevención, rehabilitación y equiparación de 
oportunidades para las personas con discapacidad 
 
La Ley 202, aprobada de 23 de Agosto de 1995 Publicada en La Gaceta 180 del 27 
de Septiembre de 1995 y su Reglamento del Decreto No. 50-97, Aprobado el 25 de 
Agosto de 1997 Publicado en La Gaceta No. 161 del 25 de Agosto de 1997, tienen 
por objeto  establecer un sistema de prevención, rehabilitación y equiparación de 
oportunidades para las personas con discapacidad, tendiente a mejorar su calidad de 
vida y asegurar su plena integración a la sociedad, siendo el Estado el responsable 
directo del cumplimiento de la misma.  
 
En dicha Ley se establecen conceptos básicos tales como: 
 
Deficiencia: Una pérdida o anormalidad permanente o transitoria, psicológica, 
fisiológica o anatómica de estructura o función.  
 
Discapacidad: Cualquier restricción o impedimento en la ejecución de una actividad, 
ocasionados por una deficiencia en la forma o dentro del ámbito que limite o impida el 
cumplimiento de una función que es normal para esa persona según la edad, el sexo 
y los factores sociales y culturales. 
 
Prevención: Adopción de medidas encaminadas a impedir que se produzcan 
deficiencias físicas, mentales y sensoriales (prevención primaria) o a impedir que las 
  
deficiencias, cuando se han producido tengan consecuencias físicas, psicológicas y 
sociales negativas. 
 
Rehabilitación: Proceso en el que el uso combinado de medidas médicas, sociales, 
educativas y vocacionales ayudan a los individuos discapacitados a alcanzar los más 
altos niveles funcionales posibles y a integrarse en la sociedad. 
 
Equiparación de oportunidades: Proceso mediante el cual el sistema general de la 
sociedad, tal como el medio físico y cultural, la vivienda y el transporte, los servicios 
sociales y sanitarios, las oportunidades de educación y trabajo, la vida cultural y 
social, incluidas las instalaciones deportivas y de recreo, se hace accesible para 
todos. 
 
El Ministerio de Salud (Minsa) es la institución autorizada por medio de la Comisión de 
Evaluación para certificar la existencia de la discapacidad, su naturaleza y su grado, 
así como las posibilidades de rehabilitación y la recomendación del tipo de actividad 
educativa y/o laboral que pueda desempeñar. 
 
Cuando se trate de discapacitados bajo cobertura del sistema de seguridad social, la 
certificación se realiza  conforme lo establecido en la ley de la materia y su 
reglamento. 
 
 
 
  
La Ley determina los siguientes aspectos fundamentales: 
 
 Políticas de prevención, rehabilitación y equiparación de oportunidades y su 
aplicación. 
 Acciones de Prevención. 
 Acciones de Rehabilitación. 
 Acciones de equiparación de oportunidades. 
 
Dentro de las políticas el Estado como responsable y la sociedad misma debe 
establecer sistemas de:  
 
 Vigilancia epidemiológica sobre las discapacidades que permita desarrollar 
acciones y programas de prevención en todos los niveles. 
 Rehabilitación física, mental y social que permita la incorporación plena de la 
persona discapacitada a la vida de la sociedad. 
 Acciones legales y morales tendientes a presentarle a la persona con 
discapacidad igualdad de oportunidades en su integración laboral, recreativa y 
social, que le aseguren el pleno ejercicio de sus derechos humanos y 
ciudadanos. 
 
 
 
  
En los artículos 6 al 12 se determinan las acciones de prevención y de rehabilitación 
que deberá impulsar el Estado, entre otras:  
  
 Crear sistemas de atención primaria y capacitación al personal de salud para 
prevenir discapacidades. 
 Programas de capacitación para la prevención de accidentes en el hogar, en el 
trabajo, en la circulación vial y en las actividades recreativas. 
 Acciones de prevención que los empleadores deberán establecer programas 
de seguridad e higiene ocupacional, para impedir que se produzcan 
deficiencias o enfermedades profesionales. 
 La prestación de los servicios sociales, de nutrición, médicos y de formación 
profesional necesarios para poner a las personas con deficiencias en 
condiciones de alcanzar un nivel funcional óptimo. 
 La prestación de ayuda en equipos y otros instrumentos apropiados para las 
personas a quienes sean indispensables, suprimiendo los derechos de 
importación u otros requisitos que obstaculicen la pronta disponibilidad de las 
mismas.  
 
Las acciones de equiparación de oportunidades están contenidas en el artículo 13 y 
se enfocan en los siguientes aspectos: 
 
Laboral: Establece la obligación para los empleadores de realizar las adecuaciones 
necesarias en los locales, equipos y medios de trabajo para permitir el empleo a 
personas con discapacidad.  Así como la obligación para toda empresa estatal 
  
privada o mixta de  contratar a por lo menos una persona con discapacidad por cada 
50 personas en planilla. 
 
Educación: Establece que se deberá garantizar, con la participación activa de los 
padres, servicios de educación individualizada, accesible, universal y ofrecer además 
una gama de opciones compatibles con la variedad de necesidades especiales que 
presenta este sector. 
 
Accesibilidad: Garantizar que las construcciones, ampliaciones e instalaciones o 
reformas de edificios de propiedad pública o privada, destinados a un uso que 
implique concurrencia de público, así como también las vías públicas y de acceso a 
medios de transporte público, se efectúen de manera que resulten accesibles a las 
personas que se desplacen en sillas de ruedas.  
 
Actividades de distracción: Las salas de espectáculo de actividades deportivas, 
recreativas, culturales y turísticas deberán tomar medidas necesarias que le permitan 
a las personas con discapacidad disfrutar de las mismas. 
 
Por medio de ésta Ley se creó el Consejo Nacional de Prevención, Rehabilitación y 
Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.  El Consejo es 
la máxima instancia de coordinación de los esfuerzos del Estado y la sociedad en 
general para la formulación, propuesta, coordinación y control de las acciones 
nacionales dirigidas a lograr la plena integración de las personas con discapacidad y 
velar por el cumplimiento de las disposiciones de la Ley 202, por parte de las 
instituciones y organismos involucrados.   
  
 
El Consejo está compuesto por representantes de las instituciones involucradas como 
los Ministerios de la Familia, Educación, Transporte e Infraestructura, Alcaldía, entre 
otros, representantes de organizaciones de personas con discapacidad  y de ONGs.  
La instancia coordinadora del Consejo es el Ministerio de Salud.   
 
Todo incumplimiento a las disposiciones de la Ley No. 202, acarrea responsabilidades 
administrativas y civiles que son sancionadas conforme lo establecido en el 
reglamento de la misma ley.   
 
4.6.2  Ley de Protección de los Derechos Humanos de las Personas con 
Enfermedades Mentales 
 
La Ley de Protección de los Derechos Humanos de las Personas con Enfermedades 
Mentales, Ley No. 650 fue Aprobada el 27 de Febrero de 2008 y publicada en La 
Gaceta N° 190 del 03 de Octubre de 2008. 
 
Esta Ley establece en su artículo 7 la no discriminación por motivo de enfermedad 
mental y la define: ―Por discriminación se entenderá cualquier distinción, exclusión o 
preferencia cuyo resultado sea impedir o menoscabar el disfrute de los derechos en 
pié de igualdad. Las medidas especiales dirigidas a proteger los derechos de las 
personas que padezcan una enfermedad mental o de garantizar su mejoría no serán 
consideradas discriminatorias‖.  Es importante señalar que no obstante la aprobación 
de esta ley sea posterior a la ratificación de la CDPD por el Estado de Nicaragua, no 
hace mención a esta y el contenido  de este artículo entra en contradicción con el 
artículo 12 de la Convención al dejar la puerta abierta a la declaración de incapacidad 
  
y a la internación involuntaria. Igualmente, se hace notar el uso del término ―enfermo 
mental‖ en lugar de persona con discapacidad sicosocial, que no es consistente con el 
cambio de paradigma de la CDPD. 
 
El artículo 8.b reconoce también el derecho de las personas con enfermedades 
mentales a ejercer todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y otros instrumentos internacionales que 
Nicaragua ha ratificado. 
 
4.7  LEY DE SERVICIO CIVIL Y CARRERA ADMINISTRATIVA 
 
Creemos importante mencionar que el inciso e)  del artículo 81 de la Ley No. 476,  
Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, aprobada por la Asamblea Nacional y 
que entró en vigor a partir de su publicación en La Gaceta, Diario Oficial No. 235 del 
11 de diciembre de 2003, establece como uno de los requisitos para poder optar a un 
puesto en el Servicio Civil, ―Estar física y mentalmente habilitado para el desempeño 
del puesto‖.  
 
La Asociación de Discapacitados Físico Motores (ADIFIM) introdujo Recurso por 
Inconstitucionalidad de la ley ante la Corte Suprema de Justicia, demandando la 
eliminación del artículo en cuestión, por que como lo manifiestan se violentan los 
derechos de las personas con discapacidad consignados en la Constitución Política 
de la República, al negárseles el derecho al trabajo y a no poder optar a ejercer la 
carrera administrativa.  El Recurso interpuesto aún no ha sido resuelto por la Corte. 
 
  
Al respecto es pertinente mencionar la recomendación del Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos en su informe de enero 2009 en el 
sentido de que deben abolirse las normas o leyes que inhabilitan a una persona para 
desempeñar un cargo o función debido a su discapacidad. 
 
4.8   INICIATIVA DE LEY DE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD 
 
Esta iniciativa de Ley, acompañada de 24,000 firmas de ciudadanos nicaragüenses 
debidamente identificados con cédula de identidad fue presentada a la Asamblea 
Nacional por la Federación Coordinadora Nicaragüense de Organizaciones por la 
Rehabilitación y la Integración (FECONORI) el 25 de marzo de 2009.  Al momento 
actual, ha sido aprobada en lo general en noviembre del 2010, por el plenario de la 
Asamblea.  
 
Esta iniciativa de Ley propuesta por el sector de personas con discapacidad fue 
elaborada con base en la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y viene a subsanar los vacíos de la Ley No. 202, Ley de Prevención, 
Rehabilitación y Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, 
y su enfoque médico asistencialista. 
 
No sólo otorga nuevos derechos sino que está dirigida a proteger el  goce y ejercicio 
de todos los derechos ya contenidos en la Constitución Política, en la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y en otras normas jurídicas 
nacionales e internacionales.  
 
  
Se incorpora en ella el concepto de ‗ajustes razonables‘ expresado en la Convención 
y consignándolos como: ―Modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas 
individuales que requieren las personas con discapacidad, para garantizar el ejercicio 
y el goce pleno de sus derechos humanos y libertades fundamentales‖. De igual 
manera, la definición de ‗discriminación por motivo de discapacidad‘: ―que es toda 
desventaja, disposición legal, administrativa o reglamentaria, acto o hecho que 
lesione, excluya, restrinja, obstaculice o deje sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de cualquier 
tipo de las personas con discapacidad. Incluye toda forma de discriminación inclusive 
la denegación de ajustes razonables, o sea, el no acondicionamiento para el disfrute y 
goce pleno de todos los derechos; así como las conductas intimidantes, hostiles, 
degradantes, humillantes, crueles y ofensivas dirigidas a las personas con 
discapacidad‖. 
 
Contiene un capítulo sobre los derechos civiles y políticos, incluyendo el igual 
reconocimiento como persona ante la ley, omitido en Ley No. 202 debido a su 
enfoque eminentemente médico. 
 
Este derecho está contenido en el artículo 25 del proyecto de Ley,  de la manera que 
sigue:  
 
―El Estado reconoce la plena capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, esto implica entre otras cosas que tienen derecho a ser 
reconocidos como personas ante la Ley en igualdad de condiciones que 
cualquier otro ser humano; a firmar contratos, a representarse por si 
  
misma, a ser propietaria y herederas de bienes, a controlar sus propias 
asuntos económicos, acceder a préstamos y a gravar sus bienes‖.  
 
El artículo anteriormente mencionado está basado en el artículo 12 incisos 1, 2 y 5 de 
la CDPD.  Si bien reconoce la plena capacidad jurídica en igualdad de condiciones, no 
contempla la obligación de los Estados Parte de adoptar las medidas pertinentes para 
proporcionar los apoyos que las personas con discapacidad puedan necesitar para el 
ejercicio de esa capacidad así como las salvaguardas adecuadas para impedir 
abusos.  
  
En el Proyecto de Ley se establece que el Estado es el principal responsable en hacer 
efectivo el cumplimiento de los derechos consignados, facilitando y brindando las 
condiciones para que las personas con discapacidad participen en igualdad de 
condiciones, en todos los ámbitos de la sociedad.  Determina la obligación de todas 
las dependencias del gobierno central, gobiernos regionales y municipales de 
garantizar los derechos contenidos en la misma, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. Contempla además la creación de una Secretaría de Promoción y 
articulación para la aplicación de los Derechos de las personas con Discapacidad, 
como un órgano adscrito a la Presidencia de la República, encargado de promover el 
desarrollo de políticas públicas para la plena inclusión social plena de las personas 
con discapacidad.  
 
Contiene un capítulo sobre las infracciones, sanciones y procedimientos en el cual se 
establecen los mecanismos de exigibilidad, superando ampliamente el vacío que en 
ese sentido dejaba la Ley No. 202.  Igualmente contiene un capítulo sobre los 
mecanismos de monitoreo y seguimiento del cumplimiento de la ley. 
  
 
Deroga la Ley No. 202 y su Reglamento, el Artículo 81, inciso e) de la Ley No. 476 y 
cualquier otra disposición legal que se le oponga. Esta Ley, actualmente se encuentra 
aprobada en lo general y pendiente de aprobación en lo particular.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
CONCLUSIONES 
 
 
La transición del abordaje médico rehabilitador, que concentra su atención en la 
deficiencia física, al enfoque social de derechos humanos de la discapacidad, que 
considera a la persona en su relación con el entorno, ha marcado la evolución del 
tratamiento jurídico de la discapacidad a nivel internacional y en alguna medida en 
Nicaragua.  
 
Como se refleja en el capítulo IV de este trabajo, la norma jurídica nicaragüense tanto 
la específica como la general, se ha caracterizado por ser un reflejo del enfoque 
tradicional y médico que considera a la persona con discapacidad como objeto de 
rehabilitación y asistencia social y no como sujeto de derechos.  
 
Los artículos 4 y 27 de la Constitución que establecen la igualdad ante la ley de todas 
las personas y las protegen de toda forma de discriminación y exclusión no protegen 
de forma expresa a las personas con discapacidad, sin embargo, al abordar el tema 
de los derechos de las personas con discapacidad y por tratarse de una materia de 
derecho humano, hemos de suponer que la interpretación de este artículo 
constitucional se ha de hacer a favor de la misma persona con discapacidad.   
 
Una muestra de la visión de la discapacidad circunscrita al ámbito de salud y 
destinataria de servicios, es la ley especial que protege los derechos de las personas 
con discapacidad actualmente en vigencia, la Ley No. 202, que  no contiene un capítulo 
sobre los derechos civiles y políticos; no define la discriminación por motivo de 
discapacidad ni la prohíbe, no contiene, y tampoco su Reglamento, mecanismos y 
  
procedimientos claros para obligar al cumplimiento de sus disposiciones;  sin embargo, 
tiene un capítulo destinado a la prevención, más acorde por su contenido con una ley 
de salud que con una ley de derechos humanos, y designa como organismo rector 
dentro del Estado al  Ministerio de Salud.  
 
La aprobación y entrada en vigencia de la CDPD y del Protocolo Facultativo, marca el 
cambio de paradigma y establece obligaciones claras para los Estados Partes, que se 
obligan a hacer las adecuaciones legislativas para cumplir con lo establecido en la 
Convención, incluyendo los ajustes necesarios para garantizar el acceso a los 
derechos, así como los mecanismos de monitoreo y seguimiento y el procedimiento 
de denuncia establecido en el Protocolo Facultativo. 
 
La aprobación de un instrumento vinculante con las características de un tratado de 
derechos humanos para la protección específica de las personas con discapacidad 
era necesaria, porque la protección otorgada a todas las personas sin exclusión por 
medio de todos los tratados de derechos humanos previos a la Convención, esa 
protección no había sido extensiva a las personas con discapacidad.  
 
La Convención tiene que ser vista de forma integral. Los principios que la inspiran, 
deben de considerarse de forma transversal en todo el articulado. En este sentido, el 
artículo 12 de la CDPD, con el reconocimiento de la capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones, con las demás personas en todos los ámbitos de la vida, es emblemático 
del cambio de paradigma.   
 
Resulta evidente a partir del análisis de los trabajos preparatorios de la Convención y 
las reservas que han introducido algunos estados al momento de depositar el 
  
instrumento de ratificación en la Secretaria General de las Naciones Unidas, las 
dificultades y obstáculos que enfrentará la aplicación del artículo 12 en los diferentes 
Estados y legislaciones.  
 
No cabe lugar a dudas de que el reconocimiento a la capacidad jurídica en igualdad 
de condiciones de las personas con discapacidad consignada en el artículo 12  
comprende la capacidad de goce y la capacidad de ejercicio. Esto quedó claro a partir 
del mismo contenido del artículo 12 que en el inciso 3 y en el inciso 5 se refieren a la 
capacidad de ejercicio.  
 
El cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 12 por los Estados Parte, excluye la 
posibilidad de que continúe vigente la figura de la interdicción o incapacitación, tal 
como existe actualmente en la mayor parte de las legislaciones ya que se trataría de 
discriminación por motivo de discapacidad, debiéndose incorporar la toma de 
decisiones con apoyo.  
 
El análisis del concepto de capacidad jurídica y atribución de incapacidad en el 
derecho comparado evidencia los obstáculos para la implementación del artículo 12 
por las diferencias en la interpretación y la aplicación de lo dispuesto en este artículo, 
en cada uno de los ordenamientos jurídicos.  
 
La revisión de la legislación realizada para este trabajo evidencia la terminología 
discriminatoria y estigmatizante que se utiliza para referirse a las personas con 
discapacidad en contradicción total con el paradigma de derechos humanos que se 
deja sentado en la CDPD. 
  
La legislación nicaragüense, que establece la incapacidad absoluta de determinados 
grupos de personas con discapacidad, contraviene el principio de igualdad y no 
discriminación de la CDPD y constituye discriminación por motivos de discapacidad 
definidas en la misma Convención. Igualmente, está en contradicción con lo dispuesto 
en el artículo 12 referente al ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad. 
 
El proyecto de reforma total de la Ley  202 en consonancia con la CDPD, establecerá 
(de aprobarse tal a como esta presentado) la capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones que las demás personas en todos los aspectos de la vida incluyendo 
representarse a sí mismas y disponer de sus bienes, pero no hace mención a la 
obligación del Estado de adoptar las medidas pertinentes para proporcionar el apoyo 
que las personas con discapacidad puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad 
jurídica.  
 
Existen  vacíos jurídicos que en su mayoría recoge y propone corregir la iniciativa de 
ley que ya ha sido aprobada en lo general por el plenario de la Asamblea Nacional 
pero deja lagunas en algunos casos como es el tema del ejercicio de la capacidad 
jurídica en igualdad de condiciones en todos los ámbitos de la vida ya señalado.  
 
Existen leyes que contienen normas claramente discriminatorias como es el caso de la 
Ley No. 476, ―Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa‖, la cual en su artículo 81 
inciso e), excluye a las personas con discapacidad de acceder al servicio civil y carrera 
administrativa en el Estado, además de utilizar terminología discriminatoria que no está 
acorde con el cambio de paradigma en la concepción de discapacidad o bien están en 
colisión con lo dispuesto en la CDPD. 
  
 
Se considera insuficiente que la iniciativa de ley solo derogue expresamente la Ley 
No. 202 y su Reglamento; deroga el artículo 81, acápite e) de la Ley No. 476 y 
cualquier otra disposición legal que se le oponga. Estas derogaciones tácitas, 
posiblemente acarreará interpretaciones a las demás disposiciones vigentes, como es 
el caso de la legislación civil, penal, notarial y cualquier otra que se refiera a la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
RECOMENDACIONES 
 
Aún hoy en día subsiste la necesidad de realizar  reformas a la legislación existente, 
entre otras, las referidas a la terminología discriminatoria que se utiliza en diferentes 
leyes vigentes así como artículos en determinadas leyes que colisionan o podrían 
colisionar con la CDPD y con el Proyecto de Ley denominada sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad, como ya se ha hecho notar. Teniendo en cuenta lo 
anterior, se recomienda lo siguiente: 
 
 Aprobación inmediata en lo particular de la Ley sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad y que se proceda a su reglamentación a la 
brevedad posible. 
 
 Reformar los artículos 4 y 27 de la Constitución Política de la República para 
que la protección contra la discriminación por motivo de discapacidad sea 
expresa. 
 
 Realizar una revisión exhaustiva de la legislación vigente para identificar la 
terminología discriminatoria, estigmatizante y peyorativa como son los términos 
loco, demente, imbécil, sordomudo, incapaz, minusválido, etc. y sustituir por 
persona con discapacidad sensorial, cognitiva, psicosocial, auditiva, etc. según 
sea el caso, de acuerdo con el cambio de paradigma. El lenguaje en cualquier 
sociedad es determinante para la formación de la actitud por lo tanto, se trata 
de una cuestión de fondo y no de forma que amerita atención urgente. 
 
  
 Reformar el Código Civil acorde con el artículo 12 de la Convención, Igualdad 
ante la ley, y el artículo 25, de la propuesta de ley sobre los derechos de las 
personas con discapacidad. Lo que implica:  
 
 Eliminar  la  incapacidad absoluta de determinados grupos de personas 
con discapacidad. 
 Eliminar la figura de la  guarda de los incapaces por motivo de 
discapacidad, que implica sustitución de la voluntad  de la persona y 
sustituir por mecanismos de apoyo en la toma de decisiones.  
 Eliminar  la nulidad absoluta de los actos y contratos de ―los incapaces‖, 
cuando se refiera a Personas con Discapacidad, manteniéndose solo la 
nulidad relativa.  
 
 Introducir la asistencia para la capacidad de actuar con el objetivo de dar 
seguridad jurídica a las Personas con Discapacidad psicosocial y cognitiva. 
 
 Eliminar el impedimento para ser notario público, que actualmente tienen las 
personas con discapacidad, que las inhabilita para el ejercicio del notariado ya  
que la prohibición para el ejercicio de cualquier profesión, basada únicamente 
en una discapacidad, es una discriminación. Igualmente, hacer  las 
modificaciones correspondientes para permitir el acceso a los servicios 
notariales, en igualdad de condiciones a las personas con cualquier tipo de 
discapacidad. 
 
  
Considerando que la actitud es la principal barrera para que las personas con 
discapacidad gocen plenamente de todos los derechos, las reformas legislativas 
deberán acompañarse de acciones de sensibilización por parte del Estado mismo, 
por lo tanto se recomienda lo siguiente: 
  
 Implementar una estrategia de comunicación para divulgar el contenido de la 
Convención y la futura ley  sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. 
 
 Capacitar a los distintos actores como funcionarios del Sistema Judicial y del 
Poder Ejecutivo así como organizaciones de personas con discapacidad sobre 
el contenido de la ley y la Convención para contribuir a su efectiva aplicación. 
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LEY DE PREVENCIÓN, REHABILITACIÓN Y EQUIPARACIÓN DE 
OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
 
LEY No. 202, Aprobada de 23 de Agosto de 1995 
 
Publicada en La Gaceta 180 del 27 de Septiembre de 1995  
 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA 
 
Hace saber al pueblo nicaragüense que: 
 
LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA 
 
En uso de sus facultades; 
 
HA DICTADO 
 
La siguiente: 
 
LEY DE PREVENCIÓN, REHABILITACIÓN Y EQUIPARACIÓN DE 
OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
 
CAPÍTULO I 
 
DISPOSICIONES PRELIMINARES 
 
Artículo 1.- La presente ley establece un sistema de prevención, rehabilitación y 
equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad, tendiente a mejorar 
su calidad de vida y asegurar su plena integración a la sociedad. 
 
Artículo 2.- La prevención, rehabilitación y equiparación de oportunidades para las 
personas con discapacidad, se hará efectiva con la intervención del Estado, las personas 
con discapacidad, la familia y la sociedad en su conjunto. 
El Estado dará cumplimiento a sus obligaciones en los términos y condiciones que fije 
esta Ley y las demás relativas a esta materia. 
Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, se consideran las siguientes definiciones: 
 
a) Deficiencia: Una pérdida o anormalidad permanente o transitoria, psicológica, 
fisiológica o anatómica de estructura o función. 
b) Discapacidad: Cualquier restricción o impedimento en la ejecución de una actividad, 
ocasionados por una deficiencia en la forma o dentro del ámbito que limite o impida el 
cumplimiento de una función que es normal para esa persona según la edad, el sexo y 
los factores sociales y culturales. 
c) Prevención: Adopción de medidas encaminadas a impedir que se produzcan 
deficiencias físicas, mentales y sensoriales (prevención primaria) o a impedir que las 
deficiencias, cuando se han producido tengan consecuencias físicas, psicológicas y 
sociales negativas. 
d) Rehabilitación: Proceso en el que el uso combinado de medidas médicas, sociales, 
educativas y vocacionales ayudan a los individuos discapacitados a alcanzar los más 
altos niveles funcionales posibles y a integrarse en la sociedad. 
 
e) Equiparación de Oportunidades: Proceso mediante el cual el sistema general de la 
sociedad, tal como el medio físico y cultural, la vivienda y el transporte, los servicios 
sociales y sanitarios, las oportunidades de educación y trabajo, la vida cultural y social, 
incluidas las instalaciones deportivas y de recreo, se hace accesible para todos. 
 
Artículo 4.- El Ministerio de Salud es la institución autorizada, a través de una 
Comisión o equipo calificado, para evaluar y certificar la existencia de la discapacidad, 
su naturaleza y su grado, así como las posibilidades de su rehabilitación y la 
recomendación del tipo de actividad educativa y/o laboral que pueda desempeñar. La 
evaluación podrá efectuarse a petición de la persona discapacitada o de quien lo 
represente. 
 
En el caso de la certificación de existencia de la discapacidad para efectos de la 
Seguridad Social, se regirá conforme la ley de la materia y su reglamento. 
 
Estas comisiones o equipos, estarán ubicados en las estructuras departamentales, las 
regiones autónomas de la Costa Atlántica o municipales que determine el MINSA y 
tendrán además la responsabilidad de mantener información actualizada, cuantitativa y 
cualitativa, sobre las personas que presenten algún grado de discapacidad. 
CAPÍTULO II 
 
POLÍTICAS DE PREVENCIÓN, REHABILITACIÓN Y EQUIPARACIÓN DE 
OPORTUNIDADES Y SU APLICACIÓN 
 
Artículo 5.- La existencia de la discapacidad es un problema social; las personas con 
discapacidad ven reducidas sus oportunidades de trabajo y de mejorar su calidad de 
vida. Por ello, es responsabilidad del Estado y la sociedad civil establecer sistemas de:  
 
a) Vigilancia epidemiológica sobre las discapacidades que permita desarrollar acciones 
y programas de prevención en todos los niveles. 
b) Rehabilitación física, mental y social que permita la incorporación plena de la 
persona discapacitada a la vida de la sociedad. 
c) Acciones legales y morales tendientes a presentarle al discapacitado igualdad de 
oportunidades en su integración laboral, recreativa y social, que le aseguren el pleno 
ejercicio de sus derechos humanos y ciudadanos. 
CAPÍTULO III 
DE LAS ACCIONES DE PREVENCIÓN 
 
Artículo 6.- El Estado impulsará medidas apropiadas para la prevención de las 
deficiencias y las discapacidades a través de las siguientes acciones: 
 
a) Crear sistemas de atención primaria de salud, basados en la comunidad, 
particularmente en las zonas rurales y en los barrios pobres de las ciudades. 
b) Brindar atención y asesoramiento sanitario materno-infantiles eficaces, así como 
asesoramiento, planificación de la familia y sobre la vida familiar. 
 
c) Dar educación sobre nutrición y asistencia en la obtención de una dieta apropiada, 
especialmente para las madres y los niños. 
 
d) Asegurar la cobertura universal de inmunizaciones contra enfermedades infecto-
contagiosas. 
 
e) Elaborar reglamentos sanitarios y programas de capacitación para la prevención de 
accidentes en el hogar, en el trabajo, en la circulación vial y en las actividades 
recreativas. 
 
f) Brindar capacitación apropiada para personal médico, paramédico y de cualquier otra 
índole, con miras a prevenir discapacidades de diverso grado. 
 
Artículo 7.- Los empleadores deberán establecer programas de seguridad e higiene 
ocupacional, para impedir que se produzcan deficiencias o enfermedades profesionales 
y su exacerbación. 
 
Artículo 8.- El Estado y la sociedad promoverán la responsabilidad personal, familiar y 
comunitaria en la prevención de las deficiencias y/o discapacidad, a través de las 
siguientes acciones: 
 
a) Establecer medidas de lucha contra el uso imprudente de medicamentos, drogas, 
alcohol, tabaco y otros estimulantes o depresivos, a fin de prevenir la deficiencia 
derivada de las drogas, en particular entre los niños y mujeres embarazadas. 
 
b) Priorizar actividades educativas y sanitarias, que ayuden a la población a lograr 
estilos de vida que proporcionen un máximo de defensa contra las causas de las 
deficiencias. 
CAPÍTULO IV 
DE LAS ACCIONES DE REHABILITACIÓN 
 
Artículo 9.- El Estado y la comunidad, desarrollarán y asegurarán prestación de los 
servicios de rehabilitación integral a las personas con discapacidad. Esto incluye 
servicios sociales, de nutrición, médicos y de formación profesional necesarios para 
poner a las personas con deficiencias en condiciones de alcanzar un nivel funcional 
óptimo. Dichos servicios podrán proporcionarse mediante: 
 
a) Trabajos comunitarios. 
 
b) Servicios generales de salud, educativos, sociales y de formación profesional. 
 
c) Otros servicios especializados tales como la atención en hogares terapéuticos con 
internación total o parcial, para los casos en que los de carácter general no puedan 
proporcionar la atención necesaria. 
 
Artículo 10.- El Estado tiene la obligación ineludible de prestar ayuda en equipos y 
otros instrumentos apropiados para las personas a quienes sean indispensables, 
suprimiendo los derechos de importación u otros requisitos que obstaculicen la pronta 
disponibilidad de estas ayudas técnicas y los materiales que no se puedan fabricar en el 
país. 
 
Artículo 11.- En el caso específico de las personas con enfermedades mentales, la 
atención psiquiátrica deberá ir acompañada de la prestación de apoyo y orientación 
social a estas personas y a sus familias. 
 
Artículo 12.- El Estado promoverá y desarrollará actividades de atención primaria de 
rehabilitación a través de la estrategia de rehabilitación con base de la Comunidad.  
 
Además apoyará y coordinará la actividad de las entidades privadas sin fines de lucro, 
que orienten sus acciones en favor de las personas con discapacidad. 
 
CAPÍTULO V 
DE LAS ACCIONES DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 
 
Artículo 13.- El Estado y la sociedad deben asumir y garantizar que se ofrezca a las 
personas con discapacidad, iguales oportunidades que al resto de los ciudadanos a través 
de las siguientes acciones:  
 
a) Los empleadores deberán acondicionar los locales, el equipo y el medio de trabajo 
para permitir el empleo a personas con discapacidad. 
 
b) El trabajador afectado con alguna discapacidad gozará de los mismos derechos y 
tendrá las mismas obligaciones establecidas para el resto de trabajadores. En este último 
caso, siempre y cuando el cargo esté en correspondencia con sus habilidades, 
capacitación y condiciones físicas. Toda Empresa estatal, privada o mixta, deberá 
contratar o tener contratado por lo menos a una persona discapacitada con una 
proporción de cincuenta personas a una según planilla. 
 
c) Establecer empleo protegido para aquellos que, debido a necesidades especiales o 
discapacidad particularmente grave, no puedan hacer frente a las exigencias del empleo 
competitivo. Tales medidas pueden tomar la forma de talleres de producción, trabajo en 
el domicilio y planes de auto empleo. 
 
d) Garantizar, a través de instituciones públicas y privadas, que las personas 
discapacitadas reciban la educación y la formación laboral o técnica mínima necesaria 
para su inserción en este empleo. 
 
e) Las autoridades educativas, deberán seguir criterios básicos en el establecimiento de 
servicios de educación para niños con discapacidad con la participación activa de los 
padres. Tales servicios deben ser: individualizados localmente accesibles, universales y 
ofrecer además una gama de opciones compatibles con la variedad de necesidades 
especiales de este sector de la población. 
 
f) Las autoridades correspondientes tomarán las medidas necesarias a fin de que las 
construcciones, ampliaciones e instalaciones o reformas de edificios de propiedad 
pública o privada, destinados a un uso que implique concurrencia de público, así como 
también las vías públicas y de acceso a medios de transporte público, se efectúen de 
manera que resulten accesibles a las personas que se desplacen en sillas de ruedas. 
 
Las instituciones competentes modificarán las normas de urbanismos y construcción 
vigentes, de manera que se ajusten gradualmente a cumplir con las disposición del 
párrafo precedente. 
 
g) En materia de Seguridad Social, aplicar a las personas con discapacidad, las normas 
generales o especiales previstas en las leyes de la materia. 
 
h) Las salas de espectáculo de actividades deportivas, recreativas, culturales y turísticas 
deberán tomar medidas necesarias que le permitan a las personas con discapacidad 
disfrutar de las mismas. 
 
i) Los mensajes del Gobierno que se transmitan por televisión u otros medios 
audiovisuales, deberán ser acompañados por un especialista del lenguaje para 
discapacitados auditivos fonéticos. 
 
CAPÍTULO VI 
 
DEL CONSEJO NACIONAL DE PREVENCIÓN, REHABILITACIÓN Y 
EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD 
 
Artículo 14.- Créase el Consejo Nacional de Prevención, Rehabilitación y Equiparación 
de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, como una instancia de definición 
y de aplicación de los principios rectores en materia de prevención, rehabilitación y 
equiparación de oportunidades, a fin de permitir la plena integración social y laboral de 
los discapacitados. A estos fines el Consejo se constituirá en la máxima instancia de 
coordinación de los esfuerzos del Estado, la población discapacitada, trabajadores, 
empresarios y la sociedad en general. 
El coordinador inter-institucional será el Ministerio de Salud. 
Artículo 15.- Los objetivos del Consejo serán: 
a) Promover, incentivar y coordinar los esfuerzos del Estado, la población discapacitada 
y la sociedad en general para el logro de las metas que se propone esta Ley.  
 
b) Velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley, por parte de las 
instituciones y organismos involucrados. 
c) Formulación, propuesta, coordinación y control de acciones nacionales articuladas, 
dirigidas a lograr la plena integración de las personas con discapacidad. 
 
Artículo 16.- Las funciones del Consejo son las siguientes: 
a) Elaborar planes, programas y proyectos encaminados a lograr la integración plena de 
las personas con discapacidad. 
b) Proponer disposiciones sobre prestación de servicios especiales a personas con 
discapacidad, en instituciones públicas o privadas y a través de convenios. 
c) Presentar propuestas a la Presidencia de la República en todo lo relativo a las 
personas que tienen discapacidad. 
d) Crear el Registro Nacional de Personas con Discapacidad, que reúna toda la 
información necesaria para que el Estado y los Organismos involucrados puedan dirigir 
las acciones a realizar. 
e) Coordinar los esfuerzos de las distintas instancias del Estado en todas las acciones 
establecidas en la presente Ley. 
f) Hacer la propuesta, en base al informe emitido por las Comisiones o Equipos 
calificados, de las personas con discapacidad, en abandono o cuyas familias se 
encuentren en estado de indigencia, para ser candidatos a recibir una pensión de gracia.  
 
Si a juicio del Consejo estas personas reúnen las condiciones que señala el Decreto 
1141 (Ley de Pensiones de Gracia y Reconocimientos por Servicios Prestados a la 
Patria) en sus artos. 1 (inciso a), 2 y 3, la propuesta se formalizará a través de la 
Asamblea Nacional. 
g) Dictar su Reglamento Interno. 
Artículo 17.- El Consejo estará integrado por: 
a) El Ministro de Salud, quién lo coordinará. 
b) El Ministro de Acción Social. 
c) El Ministro del Trabajo. 
d) El Ministro de Educación. 
e) El Presidente del Consejo Directivo del Instituto Nicaragüense de Fomento 
Municipal. 
 
f) Un Representante de INATEC.  
g) Dos Representantes de las Organizaciones de personas discapacitadas. 
 
h) Un Representante de los Organismos no Gubernamentales vinculados a la materia.  
 
i) Un Representante de cada uno de los Consejos Regionales de la Costa Atlántica de 
Nicaragua. 
 
Todos tendrán un suplente con las mismas facultades, en ausencia del titular. 
 
El Consejo podrá ampliarse con la presencia de los Ministros o Representantes de 
entidades gubernamentales cuando el tema a ser abordado así lo requiera. 
 
Artículo 18.- Los delegados permanentes de los Ministerios, Instituciones u 
Organizaciones representadas, serán designados por el funcionario de mayor jerarquía 
en cada caso, por un período de dos años. 
Artículo 19.- El Consejo deberá reunirse dos veces al año en sesión plenaria ordinaria, a 
fin de revisar la ejecución de las disposiciones de la presente Ley, celebrar los acuerdos 
inter-ministeriales y supervisar la marcha de su gestión; o en sesión extraordinaria 
cuando el Ministerio coordinador así lo decida o a pedido de por lo menos un tercio de 
sus miembros titulares. 
Artículo 20.- Se crearán los Consejos Departamentales, Municipales y Regionales de 
prevención, rehabilitación y equiparamiento de oportunidades para las personas con 
discapacidad adscritas al Consejo Nacional. 
Artículo 21.- Los Consejos Regionales, Departamentales y Municipales propondrán a 
las autoridades locales correspondientes dictar acuerdos y ordenanzas para promover el 
cumplimiento de esta ley y favorecer la participación de la población en acciones y 
obras de interés para las personas con discapacidades. 
CAPÍTULO VII 
 
DISPOSICIONES FINALES 
 
Artículo 22.- Para el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, el Estado 
deberá asegurar los recursos financieros de manera gradual y en la medida de las 
posibilidades reales. 
 
Artículo 23.- El Ministerio de Construcción y Transporte en conjunto con las Alcaldías 
Municipales determinarán las necesidades presupuestarias para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en la presente ley, sobre la eliminación de las barreras arquitectónicas. 
 
Artículo 24.- Se establece el 25 de Agosto para la celebración del Día Nacional de la 
Persona con Discapacidad, para sensibilización de la Sociedad en general.  
 
Artículo 25.- El incumplimiento de las disposiciones establecidas en la presente Ley 
acarrea responsabilidades administrativas y civiles que serán sancionados conforme lo 
disponga el reglamento de la misma. 
 
Artículo 26.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en "La 
Gaceta", Diario Oficial o en cualquier medio de circulación nacional. 
 
Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, a los 
veintitrés días del mes de Agosto de mil novecientos noventa y cinco. LUIS 
HUMBERTO GUZMÁN AREAS, Presidente de la Asamblea Nacional. JULIA 
MENA RIVERA, Secretaria de la Asamblea Nacional. 
 
Por Tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veintiuno de Septiembre de mil novecientos noventa y cinco. VIOLETA BARRIOS 
DE CHAMORRO, Presidente de la República de Nicaragua.  
- 
Asamblea Nacional de la República de Nicaragua  
Avenida Bolívar, Apto. Postal 4659, Managua - Nicaragua 2009. 
Enviar sus comentarios a: División de Información Legislativa 
 
 





































  
 
 
